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			Presentación: la España poscrisis

			Juan Jesús González Rodríguez

			Desigualdad y fragmentación social

			Tras una larga y tortuosa travesía por la Gran Recesión (nada menos que veinte trimestres del sexenio 2008-2013 fueron recesivos), en 2017 la economía española consiguió recuperar el nivel del Producto Interior Bruto (PIB) de 2008, si bien lo hizo con dos millones menos de empleos y con una distribución de la renta menos favorable para los trabajadores1. Esta situación tiene, por lo pronto, dos tipos de implicaciones: en primer lugar, la dificultad existente a la hora de recuperar los niveles de ocupación previos a la crisis; en segundo lugar, la sospecha fundada de que la recuperación va asociada a niveles altos de desigualdad social. Para empezar, hay que tener en cuenta que el PIB de 2017 se consiguió con 18,6 millones de ocupados (media anual aproximada), lo que dejaba un saldo que rondaba los cuatro millones de parados. Por el contrario, el PIB de 2008 (equivalente al de 2017) se consiguió con 20,5 millones de empleos y una tasa de paro del 10%, lo que dejaba un saldo aproximado de dos millones de parados. A la hora de hacer balance de la crisis nos encontramos, de entrada, con dos millones menos de empleos y dos millones más de parados2, lo que nos puede dar una primera idea de la magnitud del ajuste registrado en la economía española durante los años de recesión, en la pugna por restablecer el nivel de competitividad que se había perdido durante los años previos a la crisis (los años de la burbuja3). 

			Un segundo rasgo a tener en cuenta para entender la dinámica de la recuperación es su distribución territorial toda vez que la recomposición de la economía española está siguiendo la lógica típica de las economías globalizadas (Guilluy, 2014), en las que el crecimiento está protagonizado por las grandes áreas metropolitanas, en tanto que la desindustrialización genera una nueva periferia económica. Esto explica que, en el citado año 2017, la Comunidad de Madrid hubiese rebasado ya el PIB de 2008 en un 7%, en tanto que regiones de tradición industrial, como, por ejemplo, Asturias, todavía estuviesen un 6,5% por debajo del PIB correspondiente a 2008. Como consecuencia de esta desigualdad en la velocidad de recuperación, en 2017 la Comunidad de Madrid era la única que había conseguido recuperar los niveles de empleo previos a la crisis. En suma, al aumento de la desigualdad en razón de la categoría social hay que añadir el aumento de la desigualdad entre territorios como características, ambas, del modelo socioeconómico asociado a la crisis.

			Ahora bien, los efectos de la crisis no se limitan al terreno laboral, como lo prueba el hecho de que el crecimiento demográfico del país en su conjunto llegase a detenerse en plena crisis, en buena parte como consecuencia del retorno de los inmigrantes llegados durante los años de la burbuja; así, al clima de depresión económica se ha unido el problema del envejecimiento acelerado de la población española en un contexto de estancamiento demográfico. De este modo, la demografía se convierte en parte del problema que tiene España para recuperar los niveles de ocupación previos a la crisis, toda vez que el retorno de los inmigrantes y el envejecimiento de los nativos son factores coadyuvantes en la caída de la demanda interna, lo que, a su vez, limita la creación de empleo, que ha estado a expensas del aumento de las exportaciones, siendo la variable económica que mejor se comportó durante los primeros años de recuperación (junto con el turismo), al pasar del 17% del PIB, en 2008, al 23%, en 2016.

			Sin embargo, la economía española parecía recuperarse poco a poco del efecto combinado, por un lado, del impacto del estallido de la burbuja financiera e inmobiliaria y, por otro, del duro castigo autoinfligido en el marco de la Unión Monetaria Europea (UME, también conocida como Unión Económica y Monetaria de la Unión Europea [UEM]). En virtud del primero, entre 2007 y 2013 la economía española perdió tres de los cinco millones de empleos que se habían creado entre 2000 y 2007. En virtud del segundo, la sociedad española sufrió recortes drásticos de las prestaciones sociales que fueron desviados al rescate bancario (así ocurrió, al menos, con veinte de los 40.000 millones que se estiman como coste público del rescate). Tras seis años de crisis, con los correspondientes ajustes, la economía española volvió a situarse en el 3% y a crear empleo a un ritmo de 500.000 puestos de trabajo anuales en los primeros años de la recuperación. No obstante, esto no ha sido suficiente para evitar que la tasa de pobreza pasase del 20% al 22% en esos mismos años, según el INE, lo que dejaba a 10 millones de ciudadanos por debajo del umbral de la pobreza (situado en 8.000 euros per cápita, en 2015, cuando la renta media disponible era de 19.000 euros). Por tanto, no solo se trataba de que la desigualdad creciese con la grave recesión del sexenio 2008-2013, debido, sobre todo, al empobrecimiento relativo de los estratos más bajos de renta (Goerlich, 2016), sino de que no parecía reducirse en los años de recuperación, lo que plantea serias dudas de que el crecimiento económico sea suficiente para invertir la tendencia (Ayala, 2018). 

			Ya tenemos, por tanto, uno de los rasgos que caracterizan la sociedad poscrisis: tanto el empleo como la renta están peor repartidos que antes de la crisis. Pero esto solo es una cara del nuevo orden social; la otra es la fragmentación social y política que se ha producido en paralelo al aumento de la desigualdad. Durante los últimos años se ha hablado con profusión de un nuevo sujeto social que parecía protagonizar el escenario de la crisis: el precariado, un sujeto escurridizo y difícil de cuantificar, pero al que enseguida se le atribuyeron implicaciones de todo tipo en términos de fractura y de dualidad social. Pues bien, una comprensión cabal del fenómeno recomienda colocarlo en el contexto de la evolución de la estructura de clase y, más en concreto, de la recomposición de las clases trabajadoras en función de su cualificación, ya que así es como los trabajadores cualificados han pasado de representar un 25% de la fuerza de trabajo, en 1985, a un 15% en 2013 (con una pérdida de diez puntos porcentuales), mientras que los trabajadores no cualificados han pasado de representar un 15% a un 23,5% en ese mismo período, dando lugar a un intercambio de posiciones en términos de peso relativo de las dos categorías. Este dato ilustra mejor que ningún otro la conocida tesis de la depauperación de las clases trabajadoras del mundo occidental al tiempo que el traslado de la manufactura a la gran fábrica asiática servía de trampolín a las nuevas clases medias de los países emergentes (Milanovic, 2012). Desde esta perspectiva, el precariado no es más que un subproducto de esta recomposición de la fuerza de trabajo en virtud de la cual la vieja clase obrera industrial (cualificada, organizada, etc.) va dando paso a un proletariado difuso y cada vez más inestable que rota de manera más o menos aleatoria, según la coyuntura, entre el empleo descualificado y el paro y que presenta escaso nivel de protección social y de apoyo formativo. 

			Se trata de un colectivo que, si bien es verdad que no aumentó de manera sustancial durante la crisis (debido a la drástica reducción del empleo temporal), tampoco encontró salida hacia la estabilidad laboral, tal como ocurría en los años de la burbuja. Esta es la característica diferencial de los años de la crisis: en contraste con la etapa anterior, cuando el precariado suponía una posición de paso en la que los jóvenes realizaban su proceso de inserción laboral hasta conseguir la estabilidad, este se convirtió en una trampa vital en la que los jóvenes quedaban atrapados. De hecho, entre 2010 y 2015 la precariedad de las cohortes de jóvenes menores de 30 años se mantuvo estable al pasar de una cohorte a la siguiente4; de ahí que los jóvenes más cualificados se vieran empujados a la emigración en esos años como única posibilidad de escapar de la cronificación de la precariedad. 

			Pero, tal como adelantábamos, a pesar de que la economía española ha conseguido restablecer el nivel de producción previo a la crisis, todavía encuentra dificultades para restablecer el nivel de ocupación, con lo que el paro sigue siendo la eterna asignatura pendiente de nuestra economía. Hacia 2018 la situación laboral de España se podía resumir diciendo que tres de cada diez asalariados se repartían entre el precariado (2) y el paro de larga duración (1). Si tomamos como referencia los jóvenes de menos de 35 años, el dato fundamental reside en que la mitad de ellos formaba parte del precariado. 

			En este punto conviene recordar que los intentos por combatir el paro se han resuelto, por lo general, a costa de segmentar el mercado de trabajo y de alimentar una dualidad que ahora ya se nos presenta como consustancial a las sociedades poscrisis del sur de Europa. Dado el papel protagonista de los jóvenes en esta categoría, en los últimos tiempos las mencionadas sociedades tienden a agudizar una de sus características distintivas, como es el contraste entre un núcleo de trabajadores adultos protegidos y un hinterland de trabajadores jóvenes que quedan excluidos del empleo y de la protección social. De ahí que a las desigualdades de clase más o menos características de las sociedades posindustriales los países mediterráneos añadan niveles relativamente altos de desigualdad intergeneracional. 

			Una manera de ilustrar este problema consiste en calcular el peso del gasto en inversión social, incluyendo en este el destinado a la educación no obligatoria (superior y preescolar), las políticas activas de empleo y las políticas de I+D, en comparación con el gasto social consuntivo (pensiones y subsidio de desempleo), lo que permite ver el papel más bien testimonial que le corresponde al primero en los países mediterráneos (Beramendi et al., 2015). Esto ya era así en la década pasada, pese a los esfuerzos del Gobierno socialista de entonces por reconducir dicho desequilibrio (ibíd.), de tal manera que los recortes en estas materias asociados a la crisis no han hecho más que aumentar la distancia entre ambos tipos de gasto. Desde entonces el peso relativo de las pensiones sobre el PIB se ha disparado (desde el 9,2%, en 2008 al 12,8% en 2014), al tiempo que los demás capítulos del gasto (educación, sanidad, etc.) perdían importancia relativa, por no hablar de los apartados referidos con anterioridad como inversión social, los cuales quedaron sepultados bajo los recortes. 

			En consecuencia, la relación con la actividad se ha convertido en una variable fundamental para entender los cambios en la manera en que se distribuyen los recursos, tanto más por cuanto la crisis económica no ha hecho sino agudizar esta evolución. Baste decir que si tomamos como referencia la evolución de la renta de los hogares tal como queda estimada en la Encuesta de condiciones de vida (INE), mientras la renta de los hogares con miembros activos registró una caída del 12% entre 2008 y 2014, la correspondiente a los hogares con miembros inactivos aumentó un 11% (Sanzo, 2017: 296-297). En términos relativos podemos decir, por tanto, que mientras los pensionistas no se vieron afectados por la crisis, los jóvenes no encontraron compensación social alguna al deterioro de sus condiciones laborales, con lo que la fractura generacional se ha revelado una variable fundamental a la hora de analizar la fragmentación social y política producida durante la década en curso. 

			Esta específica configuración del modelo distributivo resulta fundamental para entender la crisis del bipartidismo y la emergencia del nuevo sistema de partidos por cuanto a la consabida contraposición entre la España analógica y la España digital (con todas sus implicaciones en términos culturales y de estilo de vida: Barreiro, 2017) hay que añadir los efectos propios de un pacto intergeneracional que tenía sentido en la década de 1990, cuando se firmó el Pacto de Toledo, pero que, dado su sesgo en favor de los mayores, amenaza con convertirse en una especie de trampa demográfica debido a las dificultades que representa para la formación de nuevos hogares. El mecanismo es bien conocido: como las clases pasivas representan en torno a un tercio de los votantes (tal como veremos en su momento), pueden bloquear cualquier tentativa de redistribución en su contra, con lo que los gobiernos se ven impedidos para tomar medidas que reviertan el estrangulamiento demográfico, tal como demuestra el recurrente debate sobre las pensiones. La resolución del problema queda, una vez más, en manos de las familias, que son las únicas que pueden transferir a los jóvenes rentas y servicios en cantidad suficiente como para afrontar la creación de nuevos hogares. Mientras tanto, la brecha entre el número de hijos deseados (2,1) y la tasa de fecundidad alcanzada de manera efectiva por las mujeres españolas en edad de procrear (1,3) ilustra mejor que nada la frustración de los planes familiares de una nueva generación de mujeres al entrar en colisión con el desempleo, la precariedad y los bajos salarios, planes que no encuentran compensación en políticas públicas de apoyo a las familias y de prestación de cuidados a sus miembros. 

			Tal como adelantamos, no hay indicios de que la situación de desigualdad haya mejorado en los años posteriores a 2013 (al menos no en lo que se refiere a la tasa de pobreza), así que no tiene nada de particular que ante la cuestión «cuando se supere la actual crisis económica, ¿habrá en general más desigualdad y pobreza?», las respuestas afirmativas oscilen entre un 69% y un 78%, en tanto que las negativas lo hagan entre el 18% y el 26% (pregunta realizada cada mes por Metroscopia a lo largo de 2016). Dicha cuestión tiene especial relevancia si tenemos en cuenta que España es uno de los países más sensibles a la desigualdad y que esta sensibilidad va asociada a una mayor conciencia del papel de los impuestos en la reducción de las desigualdades, tal como lo prueba un estudio comparativo internacional que pone de manifiesto que los españoles son los europeos más conscientes en este sentido, después de los alemanes (citado por Barreiro, 2017: 33).

			El aumento de la desigualdad durante la crisis se explica por el incremento del paro, pero también por las políticas de devaluación salarial derivadas de las recomendaciones de austeridad hechas por las instituciones europeas, entre las cuales desempeñó un papel estelar la reforma laboral de 2012, la más drástica de la democracia por cuanto atacaba de raíz algunos de los problemas que anteriores reformas habían soslayado, como es la flexibilización de la negociación colectiva y la reducción del coste de despido, al tiempo que dotaba a las empresas de una mayor capacidad para su reorganización interna. Por lo que se refiere a la devaluación salarial, hay que tener en cuenta que mientras los trabajadores estables consiguieron mantener sus salarios nominales durante el sexenio de la crisis (2008-2013), los salarios del precariado se desplomaron un 17% en el mismo período. Traducido a términos constantes, y una vez descontada la inflación, los primeros perdieron en torno a un 10% de su poder adquisitivo en tanto que los segundos perdieron una cuarta parte5. Por otra parte hay que observar que esta evolución de los salarios contrasta con la evolución de las pensiones, el único capítulo del gasto social que ha crecido durante los años de la crisis, todo lo cual (la evolución de los salarios del precariado, por un lado, y la evolución de las pensiones, por otro) explica, a su vez, que mientras la tasa de pobreza de los mayores se ha reducido en la última década, la tasa de pobreza de los jóvenes ha aumentado6.

			De acuerdo con la «Encuesta sobre la resiliencia de los hogares en España» (FOESSA, 2017), la red de seguridad de las familias se debilitó con la crisis: un 59,5% de las familias ha visto disminuir su capacidad de ahorro; un 52,6% ha visto reducir su capacidad de compra; un 45% tiene menos capacidad de afrontar pagos sanitarios no cubiertos por la Seguridad social; un 40% tiene menos capacidad de afrontar pagos energéticos, etc. De hecho, un 70,7% ha tomado medidas para reducir este tipo de gastos al tiempo que un 40,3% ha debido aceptar un trabajo mal pagado y un 28,8% ha aceptado un trabajo sin contrato. En medio de estas dificultades, la familia sigue siendo el recurso principal a la hora de buscar ayuda, seguido de los amigos y/o vecinos y de los servicios sociales públicos (ibíd.: 3ss). 

			Poco a poco vamos viendo los contornos de la sociedad poscrisis en la medida en que el envejecimiento demográfico y el aumento de la desigualdad social exacerban las tendencias a la dualidad entre estables y precarios, por un lado, y jóvenes y mayores por otro. Estas tendencias nos indican que el orden socialdemócrata que se instaura en España durante el último cuarto del siglo pasado está dando paso a un nuevo orden social que todavía está por etiquetar, pero que pone en cuestión algunos de los fundamentos del anterior. Así ocurre tanto en el funcionamiento del mercado de trabajo, cada vez más hostil hacia los precarios, como en el rediseño del Estado de bienestar, cada vez más sesgado a favor de los mayores; de ahí que el espacio político propio de la socialdemocracia se estreche más y más.

			Podemos identificar, por lo pronto, dos tipos de factores que explican el declive del viejo orden socialdemócrata7: por un lado factores de orden estructural, entre los que destaca la reconfiguración de la fuerza de trabajo y, en particular, de las clases trabajadoras, así como las mencionadas tendencias a la dualidad social por cuanto afectan de manera crucial a la base social de implantación preferente de las organizaciones propias de la socialdemocracia, tanto sindicatos como partidos; y por otro, factores de orden institucional, como el diseño de una unión monetaria y el sesgo de las políticas europeas en pro de la consolidación fiscal, a los que podemos añadir las consecuencias de todo ello sobre la política doméstica española, tal como ocurrió con la reforma constitucional de 2011 (Art. 135) en el marco de las exigencias de estabilidad presupuestaria planteadas por las instituciones europeas. 

			En principio cabe discutir si la estabilidad presupuestaria y la contención del déficit deben formar parte de la normativa constitucional. El problema es que una iniciativa de este tipo, pactada con el PP en vísperas de su llegada al gobierno, se interpretó como un cheque en blanco a favor de los recortes y como una forma de anteponer el servicio de la deuda a las políticas sociales. Interpretación que se vio reforzada por algunas actuaciones del Gobierno de Mariano Rajoy —como la amnistía fiscal de 2012 (realizada en el contexto de una subida generalizada de impuestos y del estallido de repetidos escándalos de corrupción relacionados con la financiación del PP y con el cobro de sobresueldos)— que, a la postre, resultaron inconstitucionales por cuanto quebrantaban reglas básicas de equidad social. Cabría decir, por tanto, que la reforma del artículo 135 de la Constitución española (CE), así como las medidas austericidas que le siguieron, contribuyeron, entre otras cosas, a poner en cuestión el pacto social de la Transición (así, al menos, fue percibido por una buena parte de la opinión pública). Con estas premisas, la crisis del orden socialdemócrata debe entenderse como un proceso que va más allá de las peripecias por las que puede pasar un determinado partido u organización política y que se inscribe en el marco de las tendencias a la dualidad social a las que venimos haciendo referencia. 

			Polarización política e ideológica

			Esta tendencia a la dualidad social es correlativa a otro de los rasgos característicos de la sociedad poscrisis: la polarización política e ideológica. Dicha polarización tiene dos caras: una primera (política), que tiene que ver con la transformación del sistema de partidos, y una segunda (ideológica), relacionada con el sistema mediático. En cuanto a la primera, nos encontramos ante una reconfiguración de las bases sociales del bipartidismo: las nuevas clases medias se apartan de la «vieja política» y sientan los cimientos de los nuevos partidos que irrumpen en 2015 (Ciudadanos [Cs] y Podemos), mientras que, en el otro extremo de la escala, las clases pasivas, constituidas por los jubilados y las amas de casa, se convierten en el principal bastión defensivo del statu quo bipartidista. La razón es sencilla: mientras estas últimas intentaban preservar las únicas políticas de bienestar que habían salido indemnes de la crisis (las pensiones), las nuevas clases medias representaban mejor que nadie a los sectores más jóvenes y dinámicos de la sociedad, así como más afectados por la austeridad (recortes en educación, I+D...), sectores sociales que entonces se enfrentaban a salarios menguantes y a bajas expectativas de consumo agravadas por la incertidumbre sobre el grado de protección social al que podrían aspirar el día de mañana. 

			En cuanto a la polarización ideológica, basta comparar el sistema mediático anterior y posterior a la crisis y, en particular, la distribución de las audiencias del medio televisivo para caer en la cuenta del nivel de polarización alcanzado. En 2008 la audiencia televisiva estaba liderada por una televisión pública que, además de disponer de la mayor cuota de pantalla, carecía de sesgo político y podía ser vista, indistintamente, por los votantes de los dos principales partidos (TVE tenía una audiencia que se ubicaba en la misma posición ideológica que el votante medio: 4,8 de la Escala de Ideología). Por contraste, la audiencia televisiva de 2015 estaba mucho más fragmentada y, sobre todo, más polarizada entre, por un lado, una televisión pública de nuevo convertida en televisión gubernamental y que se había desplazado hasta la posición 5,5 de la escala ideológica y, por otro, un nuevo canal privado (La Sexta) que actuaba como altavoz ideológico de la nueva izquierda y que se posicionaba en el 3,6 de la escala (algo inédito en el medio televisivo). 

			Con estas premisas, el reto que se plantea a la sociedad poscrisis consiste en elaborar un nuevo contrato social capaz de restablecer los niveles de cohesión perdidos durante la crisis. En este punto conviene recordar que cualquier avance en esa dirección pasa por resolver los problemas fiscales que se pusieron de manifiesto con el estallido de la burbuja y, en particular, el desplome de los ingresos por importe de seis puntos porcentuales del PIB en los años de la crisis. De ahí que España haya sido un país bajo vigilancia por parte de las instituciones comunitarias encargadas de supervisar las cuentas públicas al tiempo que se planteaba una pregunta inquietante sobre el tipo de Estado de bienestar que podemos sostener de no aumentar nuestra capacidad recaudatoria. Hasta el momento, la estrategia gubernamental que ha prevalecido ha sido la contención del gasto, pero parece difícil mantenerla sin poner en cuestión la arquitectura de nuestro, ya de por sí limitado, Estado de bienestar. En suma, debemos saber si estamos a tiempo de corregir algunos de los sesgos que son característicos del modelo mediterráneo, empezando por el mencionado sesgo a favor de los mayores y en perjuicio de los jóvenes, y, en particular, de la capacidad de estos para formar nuevas familias. Junto a este hay un segundo sesgo que se deriva de la dualidad existente en el mercado de trabajo, la cual da lugar a dos tipos de trayectoria laboral: unas más o menos largas y sostenidas (trabajadores estables y protegidos) y otras más cortas y discontinuas (el precariado). En la medida en que el modelo corporativo de Estado de bienestar se apoya en la capacidad contributiva de los individuos, nos encontramos con dos vías de acceso a la protección social según las trayectorias laborales permitan acceder o no a prestaciones contributivas. Si las reformas siguen reforzando el carácter contributivo del sistema de pensiones, la combinación de altas tasas de paro estructural y de temporalidad laboral dejará a amplios colectivos a merced de prestaciones puramente asistenciales, con lo que el aumento de la dualidad laboral se traducirá en una creciente dualidad frente al Estado de bienestar en función de que la ciudadanía dependa de prestaciones contributivas o asistenciales. 

			En consecuencia, cualquier tentativa de restablecer el contrato social pasa por recomponer los fundamentos del sistema fiscal que fueron dañados por la frivolidad gestora propia de los años de la burbuja, cuando una combinación de ceguera ideológica y populismo convirtió la política fiscal en una puja por ver quién ofrecía la rebaja fiscal más temeraria. El resultado, a día de hoy, es que España recauda siete puntos del PIB por debajo de la media de la zona euro, lo que explica no solo su propensión al déficit y al descontrol de las cuentas públicas, sino también su bajo nivel de gasto social (cuatro puntos del PIB por debajo del promedio europeo).

			Además, el nuevo contrato social pasa por establecer un marco de relaciones laborales más equilibrado, no solo entre las empresas y los trabajadores, sino también entre los propios trabajadores, reduciendo las diferencias que ahora mismo hay entre estables y precarios. En este punto cabe discutir si propuestas como la del contrato único son las más adecuadas a la magnitud del problema, si bien todo parece indicar que una sabia combinación de altos niveles de protección social y altas dosis de flexibilidad laboral en el funcionamiento de las empresas constituye la receta más recomendable para el crecimiento económico. 

			Por último, el nuevo contrato social requiere que los sectores sociales que por su tamaño o por sus problemas de coordinación encuentran más dificultades para hacerse oír en la esfera pública puedan hacer llegar sus reivindicaciones a los centros de decisión. Dado que la demografía favorece a los mayores, es imprescindible algún tipo de coordinación entre los partidos que tienen a los jóvenes en su área de implantación preferente con el fin de conseguir coaliciones electorales lo más amplias posible: esta es la única manera de que los jóvenes precarios se hagan escuchar frente a otros sectores más numerosos y mejor coordinados que ellos. De lo contrario es probable que las demandas de estos últimos bloqueen cualquier intento de corregir el modelo redistributivo en favor de los jóvenes, con el riesgo de que estos terminen apartándose del juego electoral.

			El principal problema con que tropieza hoy esta temática social radica en la dificultad de conseguir prioridad en una agenda nacional obsesivamente concentrada en la cuestión territorial dado el carácter omnipresente que ha adquirido la crisis catalana. Pese a que el paro y los problemas económicos han ocupado un lugar preferente entre las preocupaciones de los españoles durante los años de la crisis, la irrupción, una vez más, de la cuestión territorial ha conseguido desplazar la cuestión social de la agenda política. Lejos de constituir un desplazamiento casual, las pulsiones independentistas suelen hacer acto de presencia aprovechando momentos de crisis social y, en particular, momentos de falta de proyecto nacional. Durante los años de transición y consolidación democrática, el proyecto europeo todavía tenía suficiente glamur como para que las élites políticas canalizasen sus iniciativas y sus energías hacia la integración europea; sin embargo, tras la crisis del euro, que se inicia en 2010, el proyecto europeo entró en crisis y, en consecuencia, España se quedó sin proyecto. Precisamente en momentos como este es cuando las pulsiones independentistas irrumpen en la escena política y monopolizan el debate nacional. 

			Estamos, por tanto, ante un problema de carácter cíclico que en esta ocasión ha alcanzado una particular virulencia debido a la manera en que se ha gestado, como resultado de estrategias de polarización que se pusieron en marcha a lo largo de la década pasada y cuyos episodios principales podemos resumir de la siguiente manera: todo empezó con una maniobra típica de exclusión que tomó el nombre de «Pacto del Tinell», mediante el cual los componentes del Gobierno tripartito catalán formado en 2003 se conjuraron para excluir al PP del juego político a pesar de que dicho partido detentaba el Gobierno de España con mayoría absoluta. Por si había duda sobre el alcance de la conjura, el presidente de ese tripartito presentó en su discurso de investidura la reivindicación de un nuevo estatuto de autonomía para Cataluña con el argumento de que o se aceptaba la «nueva relación con España» que él proponía o «el drama está servido». 

			Uno de los problemas de este tipo de iniciativas es que generan respuestas simétricas por parte del adversario; en este caso, el PP no dudó en contestar a la aprobación del nuevo estatuto con una campaña de recogida de firmas por toda España contra el mismo, así como con la presentación de un recurso ante el Tribunal Constitucional (TC). Este recurso resultaba particularmente problemático toda vez que el nuevo estatuto había sido aprobado en referéndum, lo que abría la posibilidad de divorcio entre la doctrina del TC y el mandato popular, tal como se había expresado en las urnas, con el agravante de que la sentencia del TC, que corregía y rebajaba dicho mandato, tardó varios años en producirse. Así es como, hacia 2010, el soberanismo catalán puso en marcha el discurso de las dos legitimidades en conflicto, esto es, la doctrina constitucional versus el mandato popular. 

			Ese mismo año se desencadenó la crisis fiscal en los países de la periferia del euro y se iniciaron las políticas de austeridad, las cuales dieron paso al conflicto social y a la aparición del 15-M (2011), que sería duramente reprimido en Barcelona. Ante el riesgo de que el nuevo movimiento social se extendiese como respuesta a los recortes, el Gobierno catalán puso en marcha un mecanismo de transferencia de responsabilidad hacia el Gobierno español, de nuevo gobernado por una mayoría absoluta del PP, al que plantearía reivindicaciones inasumibles, como un concierto fiscal para Cataluña en el peor momento de la crisis económica (2012). Al mismo tiempo el movimiento social se reconvirtió poco a poco en movimiento nacional en pro de más autogobierno mediante el desarrollo de un tejido asociativo de amplia implantación y de alto nivel de movilización, hasta alcanzar un carácter transversal a nivel social en el que terminaron conviviendo el partido de la burguesía catalana y nuevas formas de libertarismo8, la Candidatura de Unidad Popular (CUP). Como resultado de este proceso, el independentismo registró una escalada sin precedentes: desde el 20%, en 2010, al 40% en 2015 (Bartomeus, 2017: 120), escalada que culminaría con la victoria de Junts pel Sí en las elecciones plebiscitarias de 2015 en las que, junto con la también independentista CUP, consiguió un 48% de los votos y mayoría absoluta en el Parlament, lo que abría el paso a la celebración de un referéndum de autodeterminación y a la consiguiente declaración de independencia.

			Tras las elecciones catalanas de 2015 se celebraron elecciones generales en toda España que sirvieron para certificar un cambio drástico del sistema de partidos, con la aparición de Podemos y de Cs, ambos muy implantados en Cataluña. En principio, la pérdida de un tercio de la representación parlamentaria por parte del PP dejaba abierta la posibilidad de que este partido, muy desgastado por la corrupción y la gestión de la crisis, quedase desplazado del gobierno, pero el deseo de Pablo Iglesias de repetir elecciones cerró el paso al eventual gobierno de Pedro Sánchez y, por ende, a la posibilidad de que la cuestión catalana se pudiese reconducir. 

			Como es bien sabido, el PP fue el principal beneficiario de la repetición de elecciones, y el nuevo gobierno en minoría de Mariano Rajoy mantuvo su actitud de indiferencia ante el problema catalán con la expectativa de que la recuperación económica contribuyese a desactivar la pulsión separatista. Lejos de cumplirse tal expectativa, la dinámica de polarización que se había iniciado en la década anterior prosiguió su escalada, que en esta ocasión culminó con la convocatoria de un referéndum de autodeterminación para el 1 de octubre de 2017. La aprobación oficial de la convocatoria (Ley del Referéndum) se hizo de manera simultánea a la aprobación de una ley llamada «de desconexión», en virtud de la cual el ordenamiento constitucional y estatutario quedaba suspendido en Cataluña al tiempo que la puesta en marcha de la nueva legalidad republicana quedaba a expensas de que el susodicho referéndum arrojase más síes que noes, sin que se estableciese criterio alguno sobre el nivel de participación exigible en este tipo de votación. 

			Dado que el referéndum fue declarado ilegal por parte del TC, que la logística del mismo fue desmantelada y que en muchos casos las fuerzas del orden impidieron, incluso de manera violenta, la votación, no había modo de averiguar el resultado de la misma, lo que no impidió que el Gobierno catalán proclamara unos resultados netamente favorables a la independencia. La confusión aumentó cuando el presidente Puigdemont declaró solemnemente que asumía el mandato de las urnas (lo que implicaba la proclamación de la república), al mismo tiempo que suspendía su aplicación. 

			Puesto que la Unión Europea (UE) había advertido de manera reiterada acerca de la inviabilidad de una república catalana, este tipo de decisiones parecía obedecer a una estrategia que buscaba el aumento de la tensión política tendente a alimentar la escalada del conflicto entre las instituciones autonómicas y el Estado, de tal suerte que el desbordamiento de las instituciones y su sustitución por la movilización permanente y la política de calle colocasen al Estado en la tesitura de descargar toda su violencia sobre Cataluña. Finalmente, bastó el recurso al mecanismo de coerción federal previsto en la CE (Art. 155) para restablecer la legalidad y convocar nuevas elecciones autonómicas. 

			Así como las elecciones generales de 2015 clausuraron el ciclo político abierto en la Transición y, en concreto, el sistema de partidos que había dominado la vida política de las últimas décadas, la aplicación del principio de coerción federal en la Cataluña de 2017 puso entre paréntesis el Estado de las Autonomías y el pacto territorial que había gobernado la relación entre centro y periferia desde la restauración de la Generalitat en 1977, pues a partir de ese momento las demandas que se venían produciendo en favor de un mayor autogobierno de la periferia se vieron contrarrestadas por las que reclamaban un principio claro de supremacía del Gobierno central a fin de neutralizar las tentaciones separatistas. 

			Al final de este recorrido temático por la sociedad poscrisis se produce un contraste llamativo entre, por un lado, la proliferación de demandas de muy diverso orden (que van desde las que proclaman más gasto social a la actualización del Estado de las Autonomías) y, por otro, la incapacidad del sistema político para hacerse cargo de dichas demandas. Esto no solo ocurre en los temas sujetos a debate ideológico y en los que es preciso superar las lógicas diferencias entre izquierda y derecha, sino también en los temas que deberían quedar al margen de esta discusión dado su carácter eminentemente transversal, como son la lucha contra la corrupción o la regeneración institucional. En este punto no deja de resultar paradójico que las élites de la denostada Transición fuesen capaces de pactar el paso de la dictadura a la democracia, en tanto que las nuevas élites se muestran incapaces de reformar una democracia en crisis, aquejada de corrupción y de bajos niveles de eficacia institucional que se explican por la propensión a la polarización y al bloqueo del sistema político. A la hora de comprender esta paradoja conviene tener en cuenta la configuración del sistema de partidos, para lo que vamos a hacer una comparación entre el sistema de partidos de la Transición y el surgido de las elecciones de 2015 a fin de mostrar que la polarización no es una característica exclusiva de la política catalana, sino que afecta a toda la política nacional. 

			En concreto, vamos a comparar la ubicación ideológica de los votantes y de los partidos en 1980, en 2015 y en 2019 con el fin de estimar el alcance de la polarización registrado a consecuencia de la crisis del bipartidismo, así como el contraste entre un sistema de pluralismo limitado (propio de la Transición) y otro de pluralismo polarizado (como el que tenemos en la actualidad) (González, 2017). En este sentido, la tabla adjunta (véase tabla 1) aporta tres tipos de datos: a) la autoubicación ideológica de los votantes; b) la ubicación ideológica de los partidos según los votantes; y c) el porcentaje de voto obtenido por cada uno de los partidos. 

			Tabla 1.Ubicación ideológica de los votantes y de los partidos (1980-2019)
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			FUENTE: Maravall, 1984: 45-47, CIS 3126 (poselectoral 2015) y CIS 3242 (preelectoral de marzo 2019) y CIS 3263 (preelectoral de octubre 2019).

			Tal como se puede observar en ella, el primer dato que llama la atención es que mientras en 2015 la distancia entre los votantes de los partidos más alejados a nivel ideológico fue inferior de lo que era en 1980 (habiéndose reducido de 4,8 puntos —que era la distancia que había en 1980 entre los votantes del PCE y los de AP— a 4 puntos en 2015 —que es la distancia entre los votantes de Podemos-IU y los del PP—), la distancia entre esos mismos partidos, que constituían los polos ideológicos del sistema, aumentó desde 5,6 puntos, en el caso de la Transición, hasta 5,9 puntos en 2015. Con otras palabras, mientras los votantes de los partidos más polarizados estaban más cerca, esos mismos partidos estaban cada vez más alejados entre sí a juicio de esos mismos votantes. He aquí un primer dato sobre la naturaleza de la polarización, por cuanto parece afectar más a los partidos que a los votantes. Ahora bien, el principal factor de polarización no radica tanto ahí como en la distribución del voto, por cuanto los polos ideológicos del sistema (PCE y AP) representaban el 17,7% del voto en 1977 en tanto que sus equivalentes (Podemos-IU y PP) representaron nada menos que el 53% del voto registrado en las elecciones de 20159. 

			Con todo, el proceso de polarización no terminó ahí, sino que, después de haber avanzado por el lado izquierdo del espectro ideológico (con la irrupción de Podemos), atacó por el flanco derecho tan pronto como el PP fue desalojado del poder, dando lugar a la irrupción de Vox en las elecciones de 2019 (las primeras celebradas después de la moción de censura que acabó con el Gobierno de Mariano Rajoy). De tal suerte que la polarización cambió de signo en las elecciones generales de abril de 2019: si calculamos el índice de polarización como el producto de la distancia entre la ubicación ideológica de los partidos respecto del votante medio multiplicado por la proporción de voto de cada uno de los partidos nos encontramos con que la polarización se duplicó entre 1977 y 2015 y se moderó ligeramente en abril de 2019 como consecuencia de que, en esta ocasión, se redujo por el lado izquierdo del espectro ideológico (toda vez que una parte de los votantes de Podemos de 2015 regresaron al PSOE) al tiempo que aumentaba por el lado derecho del espectro. 

			Fue el momento en que Albert Rivera lanzó su órdago para conseguir la hegemonía de la derecha, lo que le llevaría a declarar un cinturón sanitario al PSOE (con el que tenía la posibilidad de formar una coalición de 180 diputados), dando lugar a una nueva situación de bloqueo y a la consiguiente repetición de elecciones. Así llegamos a las elecciones de noviembre de 2019, en las que el proceso de polarización se aceleraría de nuevo como consecuencia de que los votantes castigaron el obstruccionismo de Cs al tiempo que se disparaba el voto a Vox, mucho mejor situado para capitalizar la dinámica de polarización que Rivera había puesto en marcha. 

			En suma, en contraste con el pluralismo limitado de la Transición, cuando los partidos competían por ganar el centro, la competición política en un sistema de pluralismo polarizado se rige por el intento de ganar la hegemonía en cada uno de los polos ideológicos. Esto resulta fundamental para entender la pugna entre el PSOE y Podemos en las elecciones de 2015 y 2016, así como la pugna reciente entre Vox, PP y Cs por conseguir la hegemonía en la parte derecha del espectro ideológico.

			Hace tiempo que Sartori (1994) nos advirtió de los riesgos de un escenario de este tipo por cuanto la distancia ideológica entre los polos y la dificultad de encontrar coaliciones viables de gobierno hacen que el sistema propenda a la hipertensión y al bloqueo, con el consiguiente riesgo de comportamientos irresponsables y de estrategias de deslegitimación mutua. Así las cosas, el nuevo ciclo que se abre en 2015 admitía dos posibilidades: una consolidación de la dinámica de polarización y, por ende, de un sistema de partidos configurado en torno a los polos ideológicos (PP y Podemos), o una recomposición del centro de tal manera que los partidos bisagra (Cs y PSOE) fueran ganando protagonismo, con lo que nos acercaríamos, por esta vía, al pluralismo limitado de la Transición. Asimismo, cabía la posibilidad de que esta recomposición del centro fuera acompañada de cambios en la pauta de funcionamiento de los partidos en favor de la colaboración y de una mayor transversalidad ideológica, pero el éxito de la moción de censura a Mariano Rajoy y la llegada de Pedro Sánchez al gobierno dieron paso a una nueva fase de polarización toda vez que el nuevo Gobierno socialista buscó apoyo en Unidas Podemos y en los partidos independentistas a fin de agotar la legislatura. 

			El problema es que la estrategia de apaciguamiento del conflicto catalán desplegada por Pedro Sánchez no fue correspondida por unos partidos independentistas embarcados en una escalada de tensión, lo que contribuyó a subrayar el carácter inmanejable del problema catalán y agudizó, de paso, las tensiones en el polo ideológico de la derecha, que, una vez desalojada del poder, se vio dominada por las fuerzas centrífugas, las cuales dieron lugar a un nuevo impulso en el proceso de fragmentación y radicalización de la política poscrisis con la entrada en escena de una extrema derecha sin complejos (Vox). 

			Podemos observar, por tanto, que el proceso de polarización siempre avanza por el eslabón más débil; así lo hizo cuando el PSOE estaba en la oposición, lo que permitió la aparición de Podemos en pugna con el PSOE por la hegemonía de la izquierda; y así ha vuelto a ocurrir en cuanto el PP pasó a la oposición, posibilitando la aparición de Vox y la consiguiente pugna por la hegemonía de la derecha. Es pronto para saber cuál puede ser el resultado de esta pugna, pero lo cierto es que la irrupción de Vox implica un cambio en la agenda política. Tras un primer momento en el que la cuestión social había recobrado relevancia bajo la influencia del 15-M, luego fue desplazada por la cuestión territorial, dada la virulencia alcanzada por el conflicto catalán. Con la aparición de Vox entramos en la era de las batallas culturales ligadas a la inmigración y al feminismo, de tal manera que a la indignación que llevó a las huestes del 15-M a dar su apoyo a Podemos le sucede ahora el resentimiento de quienes se sienten desplazados por la llegada de extranjeros y por el empoderamiento de las mujeres. En cualquier caso, el efecto combinado del conflicto catalán y de estas nuevas batallas culturales deja poco margen para que los temas asociados a la cuestión social y a la redistribución recuperen su lugar en la agenda. 

			A diferencia de las elecciones de 2015, cuando la competición partidista en el eje ideológico (I-D) estaba complementada por la contraposición entre «nueva» y «vieja» política, la doble elección de 2019 ha girado en torno al eje ideológico y al eje territorial, si bien ambos han terminado por converger, pues mientras las fuerzas de izquierda poco a poco se decantan por fórmulas federales o netamente secesionistas, las fuerzas de derecha radicalizan su españolismo. Con otras palabras, cuanto más a la izquierda votan Cataluña y el País Vasco, más conservador es el voto en Madrid y en ambas Castillas, con lo que la discusión entre izquierda y derecha corre el riesgo de ser reemplazada y fagocitada por la confrontación entre soberanismo periférico y españolismo. 

			Con el fin de ilustrar esta dinámica presentamos un gráfico (véase gráfico 1) que recoge la convergencia de ambos ejes en torno a una diagonal que representa el eje de competición dominante en el nuevo sistema de partidos. En él se puede observar que cuanto más a la derecha se ubican los votantes de un partido, más alto puntúan en la escala de españolismo, en tanto que los votantes nacionalistas («Otros») tienden a ubicarse a la izquierda, en línea con los votantes del PSOE y UP. El gráfico también recoge la ubicación de los votantes de aquellas comunidades que tienen una posición más nítida en el conflicto territorial, de manera que los de Madrid y los de Castilla y León son al mismo tiempo los más españolistas y los más conservadores, en tanto que los votantes del País Vasco y de Cataluña son, a su vez, los más nacionalistas y los que votan más a la izquierda. 

			Con estas premisas, la repetición electoral de noviembre de 2019 ha servido, entre otras cosas, para clausurar el ciclo de la «nueva política» abierto en 2015, al tiempo que establece un sistema de partidos en el que los que han sido partidos de gobierno se erigen como partidos de referencia en su campo ideológico respectivo (el PP en la derecha y el PSOE en la izquierda). A la hora de analizar las razones del fracaso de la «nueva política» hay que tener en cuenta, por lo pronto, que, aunque se haya producido en dos momentos distintos, tanto Podemos en 2016 como Cs en 2019 han incurrido en el mismo error estratégico: aplicar estrategias de polarización en momentos en los que la política española exigía cierta transversalidad ideológica para evitar situaciones de bloqueo. Este es el caso de

			Gráfico 1.Autoubicación ideológica de los votantes y escala del españolismo
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			FUENTE: poselectoral de mayo de 2019 (CIS 3248).

			Podemos en 2016, cuando forzó una repetición electoral que acabó beneficiando al PP. Y también ha sido el caso de Cs en 2019, al establecer un cordón sanitario al partido socialista que ha sido una de las causas de esta segunda repetición electoral y que ha vuelto a beneficiar al PP, pero sobre todo a Vox. En ambos casos la repetición electoral se ha vuelto contra sus promotores, castigando su responsabilidad en el bloqueo.

			Sobre el contenido del libro

			Tras este somero repaso del panorama social que ha dejado la crisis en España, el libro comienza con un capítulo retrospectivo («De la Transición a la austeridad»), que recorre las vicisitudes de la sociedad española desde la crisis de la década de 1970 hasta la Gran Recesión con el fin de hacer un estudio comparado de ambas crisis, al tiempo que pone de relieve los cambios que se registran entre una y otra, de la mano de la integración europea, primero, y de la participación en la UEM, a continuación. En retrospectiva, la Gran Recesión contrasta de manera acusada con la crisis de la década de 1970, pues en menos tiempo que aquella resultó mucho más devastadora. Es verdad que la crisis de los años setenta del siglo pasado tuvo una secuencia distinta (transición política-ajuste económico), de manera que la Transición y el consenso constitucional de 1978 sentaron las bases de un ajuste económico más equilibrado (capaz de conciliar reformas económicas y redistribución) en pro de un modelo social europeo que en la década de 1980 tenía un significado bien distinto de lo que ha representado la eurozona en los años de la Gran Recesión. En consecuencia, el proyecto europeo tenía un efecto mucho más estimulante a la hora de superar los efectos de la crisis de los setenta y, de hecho, la integración europea no solo fue buena para el crecimiento, sino también para reducir la desigualdad social en España. 

			En el otro polo, la dinámica de devaluación interna que imprimió la eurozona arroja experiencias dolorosas en materia de desigualdad social, dado que las rebajas salariales han recaído sobre los sectores con menos capacidad de negociación al tiempo que los recortes sociales se han aplicado a los colectivos más vulnerables. Se cierra así el círculo de esta crisis en su dimensión económica: al principio los gobiernos acuden al rescate de las finanzas mediante operaciones de socialización de pérdidas, convirtiendo deuda privada en deuda pública, y cuando la crisis financiera se convierte en crisis de deuda soberana esas mismas finanzas presionan a los gobiernos para que reduzcan el gasto público, pasando la factura a quienes no tuvieron ninguna responsabilidad en la crisis.

			Desde esta perspectiva, la experiencia de la crisis no puede ser más elocuente: los excesos tecnocráticos de la gobernanza europea, en forma de austeridad fiscal y devaluación salarial, han puesto en apuros las democracias nacionales, reduciendo su margen de maniobra y amenazando su legitimidad. Y ante la reiterada evidencia de que las recetas impuestas carecían de alternativa, el populismo ha venido a ocupar el vacío de las demandas insatisfechas. Esto ha sido particularmente evidente en Italia, donde la escalada del nacionalpopulismo ha llegado al gobierno con planteamientos que ponen en cuestión la arquitectura y la ortodoxia comunitarias. En el caso español, la complicidad de los gobiernos nacionales de uno y otro signo con la austeridad se ha unido a una crisis institucional sin precedentes que ha afectado a la práctica totalidad del establishment político y se ha llevado por delante el bipartidismo, abriendo así una dinámica de polarización y fragmentación que, de momento, solo conduce al vacío de liderazgo y a la ausencia de una estrategia efectiva de participación en Europa. En su fase última, esta dinámica culmina con la llegada de la extrema derecha a las instituciones, completando así el puzle de la política de la poscrisis.

			El tercer capítulo («Cuatro décadas de envejecimiento demográfico») hace un balance de los efectos de la revolución reproductiva registrada en las últimas décadas, y, en particular, el más visible de todos, esto es, el envejecimiento de la población española, fenómeno que los autores del capítulo tratan de liberar de sus connotaciones negativas. De ahí la conveniencia de no confundir el envejecimiento localizado en el territorio, asociado a la emigración de los jóvenes, con el envejecimiento sistémico resultante de la revolución reproductiva, toda vez que en este proceso sistémico la vejez no solo aumenta su peso relativo, sino que modifica sus propias características y roles dentro de la sociedad. Para comprender la naturaleza de tal revolución es fundamental pensar en varias generaciones y en el bucle virtuoso por el que cada una ha ido impulsando a su descendencia un poco más allá en la obtención de calidad de vida. Este mecanismo ha cambiado para siempre la demografía humana, liberando a la mujer de la sobredeterminación reproductiva y cambiando la vejez. Hoy en día sus efectos son visibles con cada nueva generación que cumple 65 años, al producirse una mayor proporción de supervivientes con mejor estado de salud, mejor situación económica, mayor nivel de estudios y mayores potencialidades y capacidades para cumplir un papel activo y provechoso para las personas que los rodean y para el conjunto del país. 

			En conclusión, la estructura piramidal de las poblaciones del pasado no solo no es recuperable, sino que, a juicio de los autores, tampoco sería deseable recuperarla. Lejos de los tópicos en torno al gran dinamismo que esto suponía, reflejaba un equilibrio precario necesitado de altas tasas de fecundidad para mantener poblaciones de escaso volumen en las que se invertía poco. Hemos cambiado eso por poblaciones que alcanzan elevados tamaños con muchos menos nacimientos, por el método de invertir mucho en los que nacen haciendo que vivan muchos más años y estén mejor dotados para su vida adulta. Todo ello produce envejecimiento demográfico, pero sobre todo un aumento extraordinario de la duración y la calidad de la vida. 

			El capítulo cuarto («Consolidación y rotación de la inmigración en España») está dedicado a un segundo aspecto de la demografía que resulta fundamental para entender los cambios recientes en la sociedad española. Es verdad que el impacto de la Gran Recesión afectó incluso a la evolución demográfica del país hasta el punto de que el sexenio que duró la crisis supuso la caída de los flujos de nuevos residentes, así como el retorno de una parte de los inmigrantes. Sin embargo, la recuperación económica ha traído consigo una revitalización de la llegada de nuevos inmigrantes al tiempo que se consolidaba la presencia de aquellos que habían llegado en los años del boom previos a la crisis. En la actualidad, siete de cada diez inmigrantes llevan viviendo en España más de una década, lo que supone un grado de arraigo muy considerable. En consecuencia, puede decirse que la crisis ha supuesto una pausa en el flujo inmigratorio en España, pero no una transformación sustancial del fenómeno. Por lo que se refiere a la emigración de los españoles, se trata de un proceso que se inicia antes de la crisis, se acelera con ella y pierde intensidad con la recuperación, mostrando indicios de que algunos de los españoles emigrados pueden estar de regreso. 

			El capítulo quinto («Los cambios familiares desde una perspectiva comparada») parte de la teoría de la segunda transición demográfica para explicar las modificaciones producidas en la institución familiar, poniendo el énfasis en los nuevos equilibrios de género que determinan su dinámica interna. El capítulo comienza señalando que el cambio familiar en España es más tardío, pero también ha sido más veloz, de forma que en la actualidad se cumplen las predicciones de la segunda transición demográfica. Esta alta velocidad del cambio ha tenido como principales protagonistas a las mujeres, al tiempo que los avances hacia la igualdad de género están siendo más lentos. A modo de conclusión, se apela a la complicidad efectiva de los varones a la hora de materializar los objetivos igualitaristas; en principio, ellos tienden a mostrar actitudes igualitarias, pero les cuesta llevarlas a la práctica. El trabajo doméstico solo se comparte de manera equitativa en un cuarto de los hogares, ya que las mujeres realizan el grueso de los cuidados rutinarios y casi todo el trabajo organizativo. De ahí la conveniencia de que la transformación familiar vaya acompañada de medidas legislativas que la faciliten y la hagan irreversible. 

			El capítulo sexto («La segregación de género en España. Un estudio de la situación laboral en perspectiva comparada [2006-2018]») incide tanto en la temática de la desigualdad de género como en la perspectiva comparada desarrollada en el capítulo anterior a fin de estimar con precisión los cambios producidos por la Gran Recesión en lo relativo a la participación laboral de hombres y mujeres. Dejando aparte las transformaciones derivadas tanto del aumento del desempleo como del crecimiento del empleo a tiempo parcial, se aprecia una reducción significativa de la segregación ocupacional y de la segregación de género. 

			El capítulo séptimo aborda el tema de la evolución de la estratificación social en las últimas décadas («Mercado de trabajo y clases sociales») y, en concreto, en el período comprendido entre las dos grandes crisis acaecidas en la España democrática: la de la década de 1970 y la Gran Recesión. Esto nos permite analizar el peso relativo de las principales clases sociales al inicio y al final de ese largo ciclo tomando como referencia inicial el año 1985 —cuando la crisis de los años setenta del pasado siglo toca fondo— y el año 2013 —cuando la Gran Recesión hace lo propio—. Si comparamos ambos momentos encontramos, por lo pronto, que la fuerza de trabajo no agraria pasó de 9,3 millones de ocupados, en 1985, a 16,4 millones en 2013, lo que supuso un crecimiento del 76%. Con esta premisa inicial, la estructura de clases dio un vuelco espectacular, de tal forma que, por un lado, la clase de servicio pasó de contar con unos efectivos de 1,3 millones, en 1985, a 4,6 millones en 2013, un aumento de nada menos que el 250%, lo cual le permitió pasar de representar un 13,9% de la fuerza de trabajo a un 28,2%; y, por otro lado, la clase obrera cualificada pasó de 2,7 millones en 1985, a 2,5 millones en 2013, lo que es tanto como reducir la cantidad de la fuerza de trabajo total del 24,5% al 14,7%, un cambio estructural que define mejor que nada el ocaso del orden social fordista. El cuadro se completa con un dato acerca del proletariado —en sentido estricto (trabajadores no cualificados)—, el cual pasó de 1,7 millones en 1985 a 4 millones en 2013, es decir, de representar el 15% de la fuerza de trabajo al 23,3%.

			Este aumento del proletariado en sentido estricto está relacionado con la emergencia del precariado como uno de los rasgos distintivos del nuevo orden social, toda vez que estos puestos que no requieren cualificación son los más propicios a la hora de estar ocupados mediante un vínculo contractual de carácter temporal. En consecuencia, los puestos no cualificados son los que registran las tasas de temporalidad más altas, lo que implica que no están ocupados por un solo trabajador, sino que son compartidos por varios trabajadores, los cuales van rotando entre la ocupación y el paro. Por tanto, es así como el proletariado va dejando paso al precariado. 

			El capítulo octavo («La integración socioeconómica de los inmigrantes») comienza repasando las principales teorías que intentan explicar las desventajas relativas que experimentan los inmigrantes en los países de llegada. Algunas de estas teorías ponen el énfasis en las características individuales de los propios inmigrantes (como su nivel educativo o su capital social), en tanto que otras sitúan el foco en instituciones del país receptor (como la segmentación de su mercado de trabajo) o en las actitudes de los nativos. En efecto, el capítulo constata la existencia de un déficit formativo por parte de los inmigrantes, así como el riesgo de que su inserción precaria en el mercado de trabajo se cronifique, a lo que se añaden actitudes a veces poco facilitadoras por parte de los nativos, si bien dentro de un clima de tolerancia con la inmigración, que ha sido una de las características de la opinión pública española hasta ahora.

			Llegamos así al capítulo noveno («El Estado de bienestar»), el cual subraya la tendencia de los regímenes de este tipo (EB) a agudizar sus propias características distintivas, tal como ha ocurrido en los años de la Gran Recesión en España, en los que la austeridad ha servido para subrayar los rasgos genuinos del modelo «mediterráneo», ya sea la dualidad en el tratamiento de los trabajadores centrales y los periféricos, el sesgo redistributivo en favor de los viejos, o el familismo, que redunda en una excesiva carga de tareas que recaen sobre las familias, lo que dificulta la formación de nuevos hogares. 

			Desde esta perspectiva, la situación del Estado de bienestar español no puede ser más contradictoria, pues la magnitud de la crisis ha puesto límites a la capacidad del EB a la hora de atender los compromisos adquiridos, de tal manera que las políticas de austeridad siguen delimitando el alcance de las políticas sociales, lo cual sigue siendo así tras varios años de recuperación económica; en tanto que, por otro lado, se hace cada vez más necesario un rediseño de las políticas sociales que desplace el énfasis desde aquellas que tienen un carácter meramente consuntivo (pensiones, subsidios, etc.) hacia aquellas otras con carácter de inversión social, ya sea en el campo de la institución familiar (dependencia, conciliación, etc.) o en el de la formación de capital humano (políticas activas de empleo, I+D, etc.). En este sentido parecería deseable un esfuerzo de contención en las primeras al tiempo que un esfuerzo de gasto en las segundas si no fuera porque, tal como vimos en su momento, la resistencia social a la contención es muy firme, como lo prueba no solo la oposición a los recortes, la cual era previsible, sino también la movilización de los pensionistas y el consiguiente abandono del factor de la sostenibilidad como elemento de reforma del sistema de pensiones. 

			Con estas premisas, cualquier intento de redibujar el EB pasa por un aumento de la presión fiscal, aunque esto, a su vez, choca con la opinión extendida de que en España ya se pagan muchos impuestos. Así, la opinión de los españoles se ve atrapada en una ambivalencia: les gustaría que las políticas de bienestar fueran más generosas (lo que queda particularmente claro en el caso de la sanidad, la educación y la vivienda) y eficientes (lo que resulta particularmente evidente en el caso de la administración de justicia, que sigue siendo uno de los puntos críticos en términos de [in]satisfacción ciudadana con los servicios), siempre y cuando no fuese a costa suya, lo cual desvía el dilema hacia consideraciones sobre el fraude (excesivo) o la (falta de) equidad del sistema impositivo.

			El capítulo décimo («Distribución de la renta y desigualdad en España») pone de manifiesto que, en principio, hay pocas dudas de que la economía española se haya ido acercando a los promedios europeos en la mayor parte de los indicadores de renta, si bien esta convergencia no se observa en lo relativo a la desigualdad, tal como nos informan las estadísticas comparadas en esta materia, las cuales siguen caracterizando España como un país con niveles relativamente altos de desigualdad. Esta caracterización se ha agudizado como consecuencia del devastador impacto que la Gran Recesión tuvo en el país a raíz de la explosión del desempleo y de la consiguiente caída de las rentas de los hogares situados en la parte baja de la distribución. 

			Ahora bien, el diagnóstico de la desigualdad en España resulta particularmente preocupante por cuanto la evolución de este problema a lo largo de las últimas décadas sugiere que no se trata de un fenómeno coyuntural, ligado a la parte recesiva del ciclo económico, sino que incluso en los mejores momentos de bonanza económica los indicadores de desigualdad apenas reflejaron dicha situación, lo que pone el foco en el funcionamiento y en la capacidad de los mecanismos redistributivos. En tales circunstancias, fenómenos como la devaluación salarial, así como la temporalidad y la parcialidad del empleo, están frustrando de nuevo la expectativa de que la recuperación económica vaya acompañada de una reducción de la desigualdad.

			El capítulo undécimo («Desigualdad de oportunidades y movilidad social») aborda el intrincado problema de la movilidad social y su evolución a lo largo del último siglo. La autora desgrana las vicisitudes por las que han pasado las sucesivas generaciones de españoles desde el punto de vista de la transmisión de la desigualdad, de unas a otras. En principio, el capítulo se abre con la buena noticia de que el proceso de industrialización promovió el ascenso social de quienes nacieron en la primera mitad del siglo pasado y de que este fenómeno fue prácticamente universal en las sociedades desarrolladas. Dicha tendencia generalizada se fue complicando a medida que los distintos países entraron en un proceso que podríamos llamar de «maduración industrial» o de «terciarización» de la economía, que dio paso a aumentos significativos de la movilidad descendente así como al estancamiento de la fluidez social, si bien las mujeres lograron sortear esta contratendencia en virtud de su particular esfuerzo educativo. 

			El capítulo duodécimo («Bases sociales de la “nueva” y la “vieja” política») estudia el nuevo sistema de partidos surgido de las elecciones de 2015 a raíz de la crisis del bipartidismo y de la consiguiente contraposición entre la «vieja» y la «nueva» política, estableciendo así un nuevo eje de competición política que vino a sumarse a la tradicional oposición izquierda-derecha. Pues así como esta última estaba asociada a la contraposición entre clases medias y clases trabajadoras, la oposición entre vieja y nueva política va ligada a la contraposición entre las nuevas clases medias y las clases pasivas de jubilados y amas de casa, que se constituyen en un baluarte defensivo del bipartidismo. Esta contraposición puede explicarse en términos de cultura política, toda vez que las generaciones que se socializaron a nivel político en los tiempos de la Transición tienen una fuerte identificación con los partidos tradicionales. Esto explica su preferencia por fórmulas convencionales de hacer política o su mayor tolerancia con la corrupción, pero también se explica por la defensa de un modelo de bienestar que prioriza el gasto consuntivo en pensiones y subsidios frente a las políticas de inversión social (familia, formación, investigación…) que demandan las clases activas y, en particular, los jóvenes. 

			El penúltimo capítulo («Medios de comunicación y política») presta una particular atención a la evolución del sistema mediático en paralelo con los cambios registrados en el sistema político. Desde esta perspectiva estaríamos asistiendo a una nueva ola de polarización del sistema mediático, un conglomerado que se ha mostrado ya de por sí propenso a los extremos y que, no por casualidad, aparece clasificado en los estudios comparados como de «pluralismo polarizado». Esta tendencia sistémica se ha agudizado en los años de la Gran Recesión como efecto combinado de la radicalización de las demandas sociales y de la consiguiente fragmentación del sistema de partidos, tal como se puede observar en la evolución del medio televisivo entre 2008 y 2015. Con tales antecedentes, la reforma del servicio público de RTVE y su consiguiente despolitización se presentan como asignaturas de imprescindible cumplimiento de cara a neutralizar los efectos perversos de la polarización ideológica y a reconciliar el medio público con los intereses del votante medio en cuanto indicador de la atención prestada a las demandas de la audiencia. 

			El libro termina con el capítulo «Estratificación social de la práctica deportiva en España», que pone de manifiesto el alcance de dicha práctica en términos de género y clase social, lo que sitúa a España a media tabla entre los países del entorno europeo. Aunque tanto hombres como mujeres practican cada vez más deporte en nuestro país, el aumento se perpetra a un ritmo parecido en ambos casos, por lo que las distancias relativas se mantienen. Otro tanto ocurre con las clases sociales. España estaría, por tanto, situada en una etapa intermedia en la expansión de la práctica deportiva, lo que todavía deja margen para el crecimiento. Por último, el capítulo muestra que también aquí la clase social sigue siendo un claro determinante de la desigualdad observada, sin que el tiempo haya reducido sus efectos.
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					1 La participación de los salarios en la renta nacional, que se situaba cerca del 55% en los años de la burbuja, quedó por debajo del 50% en los años de la crisis.

				

				
					2 Puestos a localizar esa pérdida de empleo, el dato principal es que 1,5 millones de empleos se perdieron en el sector de la construcción como consecuencia del estallido de la burbuja inmobiliaria.

				

				
					3 Recordemos que los salarios reales cayeron con la reforma laboral de 2012.

				

				
					4 Así, por ejemplo, la precariedad de los que tenían entre 20 y 24 años en 2010 era muy parecida a la que tenían los de 25 a 29 años en 2015.

				

				
					5 «Análisis gráfico de la devaluación salarial en España», Cuadernos de Acción Sindical, CCOO, julio de 2015.

				

				
					6 Accesible en https://observatoriosociallacaixa.org/-/evolucion-comparada-de-la-pobreza-infantil-juvenil-y-de-los-mayores-en-euro-1

				

				
					7 Es verdad que se trataba de un orden socialdemócrata que podemos calificar de «baja intensidad» y que no resultaba comparable a lo que se entiende por «socialdemocracia» en otras latitudes, pero no es menos cierto que respondía al pacto social explícito suscrito en los años de la Transición y que podemos identificar en dos momentos: en el primero, los Pactos de La Moncloa representaron el intercambio de moderación salarial por una reforma fiscal que sienta las bases de un orden democrático. Así, la moderación salarial impidió que la economía española entrase en una espiral inflacionista. Por su parte, la reforma fiscal permitió la puesta en marcha de políticas públicas de cierto alcance. En un segundo momento, el consenso constitucional significó la aceptación de una economía de mercado en el marco de un Estado de bienestar homologable en el entorno europeo.

				

				
					8 No hace falta recordar la tradición anarquista de Cataluña, si bien conviene advertir que, así como el antiguo anarquismo era internacionalista, el nuevo (CUP) es rabiosamente nacionalista, además de anticapitalista.

				

				
					9 Con el fin de facilitar la comparación entre las elecciones de 2015 y de 2016, hemos agregado el voto de Podemos e IU en 2015, cuando se presentaron por separado (en 2016 se coligaron como Unidas Podemos). Con esta premisa, el nivel de polarización se mantuvo grosso modo en las elecciones de 2016 respecto de las de 2015, pues en 2016 el voto conjunto del PP y Unidas Podemos volvió a representar el 53% del voto total.

				

			

		

	
		
			De la Transición a la austeridad

			Juan Jesús González Rodríguez

			El problema de la democracia en la periferia del euro

			La democracia es, por lo pronto, un régimen de libertades, pero también un sistema de autogobierno. Este capítulo está dedicado a los problemas que la democracia presenta para trascender una concepción puramente liberal de la misma —en cuanto régimen de libertades— y para mantener la capacidad de autogobierno del sistema político dentro de unos niveles aceptables para los representados. Uno de los factores que más ha complicado esta capacidad de autogobierno en las democracias avanzadas radica en que los gobiernos deben conseguir al mismo tiempo la confianza de los electores y la confianza de los mercados en los que se financian. En comparación con los años setenta del siglo pasado, cuando el proceso de globalización se radicalizó y entró en una nueva fase, las dificultades de los gobiernos para conciliar esas dos tareas han aumentado de manera exponencial en todas partes, aunque ha sido particularmente evidente en aquellos países —como España— que se han comprometido con la globalización por la vía más exigente de todas: la unión monetaria. Y es que no solo se trata de que, por esta vía, los gobiernos hayan renunciado al control de la moneda, sino de que, dadas las diferencias de productividad entre países y la distinta capacidad para efectuar devaluaciones competitivas que no pasen por la devaluación monetaria, se han encontrado también con desequilibrios y asimetrías en su relación de intercambio con el exterior que los gobiernos no pueden compensar con los instrumentos a su alcance. 

			En los peores momentos de la crisis del euro parecía como si la integración europea, junto con la incapacidad de la clase política para gestionarla, nos hubiera llevado al peor de los escenarios posibles, pues por un lado la unión monetaria impedía tomar medidas de devaluación monetaria, tal como se habían venido practicando de manera secular, en tanto que por otro la forma en que estaba diseñada la unión monetaria impedía el acceso a fórmulas solidarias de financiación, como por ejemplo la mutualización de la deuda, lo que dejaba la deuda soberana sin respaldo institucional.

			Desde entonces la unión monetaria aboca a los países que tienen una posición periférica dentro del bloque económico10 a un ejercicio de disciplina fiscal que choca con las demandas populares y amenaza con el empobrecimiento de amplios sectores sociales, con lo que los gobiernos nacionales se ven enfrentados a un dilema: o bien atienden dichas demandas, con lo que ponen en cuestión el proceso de integración de las economías, o, por el contrario, tratan de responder a las exigencias de las instancias supranacionales que regulan dicho proceso, en cuyo caso se enfrentan a problemas de falta de legitimación democrática. De manera que, o se imponen las demandas populares, con lo que el proceso de integración globalizadora puede peligrar, o se imponen las exigencias supranacionales, en cuyo caso la democracia puede acabar reducida a su mínima expresión, esto es, un régimen de libertades que no garantiza la capacidad de autogobierno y que resulta susceptible de ser gestionado por vía tecnocrática. En otras palabras, una «democracia sin alternativas».

			Así las cosas, el comportamiento de las élites nacionales está sujeto a una doble lógica: la lógica de la receptividad, que preside su relación con la opinión pública nacional que pretende representar, y la lógica de la responsabilidad, que es la que garantiza el encuadramiento del país en cuestión en el citado sistema de gobernanza europeo. En la medida en que ambas lógicas entran en conflicto (o en que las élites nacionales no son capaces de conciliarlas), el papel de la democracia queda en entredicho. De ahí el dilema que plantean las políticas de austeridad, pues, por un lado, para ser implantadas necesitan del concurso de las instituciones democráticas a fin de hacerlas legítimas y aceptables, y, por otro, chocan con las demandas populares, lo que en ocasiones lleva a imponerlas por vía tecnocrática, con los consiguientes problemas de legitimidad.

			Toda vez que la política europea sigue estando fuertemente condicionada por la existencia de unos sistemas de opinión pública que operan a nivel nacional, los dirigentes de los países centrales prefieren plegarse a la lógica de la receptividad cediendo a las presiones de electores temerosos de que el proyecto europeo recaiga sobre sus bolsillos, en tanto que los dirigentes de los países periféricos se aferran a la lógica de la responsabilidad, lo que los enfrenta a ciudadanos que no están dispuestos a pagar los costes sociales de la austeridad (desempleo, pobreza…). De esta forma, los dirigentes de los países centrales aseguran su reelección, tal como ha ocurrido en Alemania a lo largo de la última década, mientras que los dirigentes de los países periféricos conseguían implantar reformas que no hubieran podido hacer por sí mismos, aunque fuese al precio de arriesgar su continuidad en el gobierno (de hecho, la periferia sigue estando sujeta a una fuerte inestabilidad política). De ahí la insatisfacción de los votantes periféricos con el funcionamiento de la democracia.

			Con el fin de situarla en una perspectiva histórica, comenzaremos por comparar la crisis de la eurozona con la crisis de los años setenta del siglo XX antes de entrar a estudiarla de manera más específica. A modo de retrospectiva, sabemos que esta crisis duró una década (la que va de mediados de los setenta a la integración en la Comunidad Económica Europea [CEE], en 1985) y que, entre otras cosas, ello se debió a la superposición de una crisis política y una de índole económica. Algo de eso hemos tenido en la última década, si bien en distinto orden; en aquel caso, la convulsión política precedió a la económica. Recordemos que la crisis del viejo régimen franquista se hizo visible a finales de la década de 1970 y alcanzó su clímax en 1973 con el asesinato del entonces presidente del Gobierno, el almirante Carrero. En 1973 también estalla la crisis económica, de manera que la muerte de Franco se produce en un contexto de crisis generalizada (política y económica). 

			En este caso, la crisis económica desencadenada por la Gran Recesión ha desembocado en una crisis política que, en ocasiones, se interpreta como una crisis del orden constitucional implantado a finales de los setenta del pasado siglo. En ambos casos la superposición de ambos tipos de crisis ha complicado la salida de la económica y ha contribuido a alargarla. En la década de 1970 la resolución de la crisis política mediante la fórmula constitucional de 1978 sentó las bases de la salida económica de la crisis (si bien fue necesaria la alternancia política, dada la incapacidad de la Unión de Centro Democrático [UCD] —el partido que lideró la Transición— para aplicar las políticas de ajuste que dieron paso a la recuperación). En la década de 2010 la incapacidad de los partidos políticos para encontrar una salida a la crisis convirtió lo que empezó siendo una de tipo financiero en una crisis fiscal y, a continuación, en una crisis política que puso en cuestión el modelo de bipartidismo que había dominado la escena política desde la década de 1990.

			En la crisis que nos ocupa podemos distinguir dos fases. Ya hemos dicho que la crisis económica que se declara en 1973 estuvo precedida por una crisis política y que la transición a la democracia tuvo prioridad absoluta, lo cual no hizo sino posponer el tratamiento de la crisis económica (las políticas de ajuste y saneamiento económico, incluida la reconversión industrial, no llegarían hasta la década de 1980, ya con Gobierno socialista). En nuestro caso, la crisis económica precedió a la política, a la que sirvió de catalizador, razón por la cual se ha dado prioridad a la económica, en tanto que la política ha desembocado en una situación de bloqueo que dura años. Pero no solo hay diferencias en el terreno de la génesis, sino también en el terreno de las estrategias seguidas en cada caso: en los setenta, las élites tenían un proyecto nacional compartido que no era otro que la integración europea, lo que facilitaba el entendimiento y el acuerdo en torno a ciertas fórmulas de compromiso (típicamente, los Pactos de La Moncloa), en tanto que en la actualidad el proyecto europeo ha dejado de ser un aglutinante y las élites se encuentran divididas como efecto de la polarización política y de las tentaciones secesionistas. Asimismo, el tratamiento de la crisis en los ochenta estuvo presidido por una estrategia que intentaba compatibilizar las políticas de ajuste y saneamiento con medidas de redistribución mediante la extensión y universalización de las políticas educativas, sanitarias, etc. En cierto modo, la implantación del Estado de bienestar sirvió de compensación de los costes sociales asociados al ajuste económico. En el segundo caso, la estrategia de salida de la crisis ha sido la inversa, de tal suerte que el ajuste económico se ha hecho a costa de la redistribución, con las consecuencias que cabe esperar en materia de malestar social y de aumento de la desigualdad. 

			En suma, la crisis de los setenta obligó a la sociedad española a afrontar una doble tarea, transición política y modernización económica, con un resultado bien conocido: una economía integrada en Europa y una democracia liberal que adoptó la forma de una «democracia de partidos» (Manin, 1998), dado el gran protagonismo de los partidos políticos en el funcionamiento de la democracia española. La razón de este extraordinario protagonismo es fácil de entender: el diseño constitucional de 1978 pretendía atajar de raíz uno de los problemas de la democracia española de los años treinta del siglo pasado (la debilidad y fragmentación de los partidos como una de las características de la malograda Segunda República), razón por la cual puso en sus manos un poder que, a la larga, ha resultado excesivo. De ahí los problemas recurrentes de politización del gobierno de la justicia o de la gestión de las cajas de ahorro, así como los sucesos reiterados de corrupción en el ámbito de la financiación de los partidos (Filesa, Gürtel, etc.) dada la laxitud, cuando no la ausencia, de los controles que se impusieron los partidos.

			En cualquier caso, transición política y modernización económica fueron las dos caras de una misma moneda, ya que la crisis de la década de 1970 solo era superable en la medida en que se pudiesen abordar sus dos dimensiones. En los años setenta la democracia era algo más que un requisito funcional de la modernización; se trataba de un imperativo moral, la condición sine qua non de la integración europea. En la actualidad no está claro que la democracia signifique lo mismo, no solo porque países no democráticos como China hayan conseguido un estatus de respetabilidad en la comunidad internacional, como consecuencia de sus logros en materia de globalización económica, sino porque la democracia a menudo se presenta como un obstáculo en ese terreno, tal como argumenta el conocido trilema de Rodrik (2012)11. 

			Muy resumida, la historia de la crisis y de su génesis en el caso español ha seguido la siguiente secuencia. En 1997 España superó el «examen de convergencia» que la habilitaba para incorporarse a la Unión Monetaria Europea (UME). Entre ese año y 2007 los salarios reales crecieron a un ritmo anual del 1% al tiempo que el precio de la vivienda se multiplicaba por dos o por tres, según las estimaciones. A ello contribuyó la bajada de los tipos de interés y la afluencia de crédito desde los países centrales, lo que facilitó un modelo de crecimiento basado en la deuda que, a la larga, resultó insostenible, puesto que se apoyaba en la expectativa de un crecimiento ilimitado del precio de la vivienda y en el consiguiente efecto riqueza. En 2008 se produce el estallido de la burbuja financiera e inmobiliaria que en 2010 se convierte en una crisis fiscal en toda regla: mientras los ingresos fiscales se desploman, las exigencias de gasto público derivadas de la propia crisis se disparan. En términos de riqueza, la renta disponible por hogar retrocedió desde los 27.600 euros (2007) a los 22.100 (2013), de manera que retrocedió «a niveles de finales del siglo XX» (Goerlich, 2016: 19). Con todo, lo más dramático de la crisis no fue la caída de la producción (de hecho, se redujo un 7%), sino la explosión del paro, el cual pasó del 8% al 26% de la población activa, un salto sin precedentes ni paralelismos en ningún otro país. Ahí radicó el principal drama de la crisis. 

			El efecto acumulado de esta secuencia diabólica (explosión del paro, caída de la producción y la renta, morosidad bancaria, desahucios, etc.) ha colocado a España en una nueva experiencia traumática que, aunque más corta, ha sido más intensa que la de los años setenta. Y es que, por un lado, esta última se prolongó hasta mediados de los ochenta, mientras que la crisis más reciente duró un sexenio (2008-2013), en tanto que, por otro, la primera crisis registró siete trimestres de recesión (provocadas por los sucesivos shocks petrolíferos), mientras que la última registró nada menos que veinte12.

			A lo largo de esta secuencia se puso de manifiesto una doble evidencia: a) que el diseño institucional de la eurozona no ayudó a superar la crisis, y b) que la integración europea no ayudó a mejorar el funcionamiento de nuestra democracia. Para empezar se hizo evidente que España carecía de un banco central propiamente dicho para enfrentar la crisis, por cuanto el Banco Central Europeo (BCE) no respaldaba la deuda soberana de las economías periféricas. Esto ayudó a entender, retrospectivamente, que lo que el BCE había hecho en la fase expansiva (al bajar los tipos de interés incluso por debajo de la inflación registrada en la periferia) tampoco había sido en beneficio de la periferia, dado que la expansión incontrolada del crédito no hizo otra cosa que alimentar las burbujas. De manera que, cuando se produce la crisis de la deuda soberana (2010) los capitales que habían inundado la periferia europea se replegaron en el centro, disparando los diferenciales de interés entre países y reabriendo una brecha insondable que amenazaba con el estrangulamiento de las economías periféricas, cuya posición subalterna en la división internacional del trabajo quedaba de nuevo de manifiesto. Y es que no solo se trataba de la explosión del paro, sino de la imposibilidad de explorar nuevas actividades productivas que ocupasen el hueco del ladrillo, dando un paso más en el proceso de desindustrialización y en la polarización creciente de la estructura ocupacional. En esta tesitura, las políticas de austeridad dictadas por la eurozona apostaron por una devaluación interna que, en la práctica, se tradujo en una rebaja salarial, al tiempo que los recortes de las políticas sociales comprometían su pretensión de universalidad y suficiencia para refugiarse en una estrategia de carácter asistencial. 

			Con estas premisas, el viejo sueño orteguiano («España es el problema, Europa la solución») sufrió un severo baño de realidad ante la evidencia de que Europa había dejado de ser el selecto club de democracias consolidadas al que nos habíamos incorporado en la década de 1980 para convertirse en la madrastra que impartía penitencia por nuestros pecados y deficiencias en la era de la austeridad. Ya hemos hecho referencia a lo que implica una posición subalterna en el bloque económico europeo en términos de división internacional del trabajo, dificultad de acceso al mercado de capitales, polarización de la estructura ocupacional, aumento de la desigualdad, etc. Pues bien, esto solo es una cara del problema. La otra es netamente política y consiste en una democracia de baja calidad en la que la función de representación se halla condicionada por el doble papel que desempeñan las élites nacionales, por un lado, como representantes de la opinión pública nacional respectiva, en tanto que, por otro, como correa de transmisión del sistema de gobernanza que se establece a nivel de todo el bloque económico. En la práctica esto hace que el comportamiento de estas élites quede sujeto a una doble lógica: la lógica de la receptividad, que preside su relación con la opinión pública nacional que pretenden representar, y la lógica de la responsabilidad, que es la que garantiza el encuadramiento del país en cuestión en el citado sistema de gobernanza europeo. Y a esta doble lógica le corresponde un doble mecanismo de rendición de cuentas: ante las urnas y ante los organismos supranacionales13. En la medida en que ambos mecanismos planteen exigencias incompatibles (o si las élites nacionales no son capaces de conciliarlas), el papel de la democracia quedará en entredicho, poniendo de manifiesto la discrepancia entre las demandas populares domésticas y las exigencias derivadas de la pertenencia europea. De ahí el dilema que suponen las políticas de austeridad, pues por un lado necesitan del concurso de las instituciones democráticas para ser implantadas, a fin de hacerlas legítimas y aceptables, mientras que por otro chocan con las demandas populares, lo que lleva a imponerlas por vía tecnocrática, en cuyo caso nos encontramos con democracias bajo control o «intervenidas» (Fernández, 2012). 

			Los sobrecostes de la democracia: inflación, déficit público, endeudamiento

			La democracia constituye una cuestión de elección, de manera que los gobiernos adaptan sus estrategias a las preferencias de los ciudadanos y, en consecuencia, los cambios en dichas preferencias se traducen en cambios en las políticas públicas. Esto no quiere decir que la causalidad vaya siempre en la misma dirección, desde los ciudadanos a los gobiernos. Es evidente que estos últimos a su vez tienen capacidad de influir sobre las preferencias ciudadanas, de manera que las políticas finalmente resultantes representan el producto de la interacción mutua entre gobierno y opinión pública. Desde esta perspectiva, una de las innovaciones de esta crisis es que democracias que parecían consolidadas y efectivas se han enfrentado de manera súbita a una situación de bloqueo en la que los cambios de gobierno han dejado de tener consecuencias sobre las políticas públicas, que se rigen por el conocido principio de «no hay alternativa»14. Es verdad que las políticas de austeridad no eran del todo nuevas y que el discurso acerca de la disciplina y la austeridad fiscal se había puesto en circulación hacía ya varias décadas (como medida de contención del déficit público), pero no lo es menos que el escenario de la crisis carecía de precedentes en las democracias avanzadas: nunca antes una crisis económica había producido tal deterioro en las finanzas públicas hasta el punto de poner en cuestión el propio funcionamiento de la democracia, tal como se viene apreciando en el sur de Europa en los últimos años, pues si los cambios de gobierno dejan de tener consecuencias sobre las políticas públicas, ¿de qué sirve la expresión de las preferencias ciudadanas mediante elecciones? 

			Básicamente, las democracias que se han desarrollado al amparo del modelo social europeo se han caracterizado por su capacidad para conciliar dos principios en conflicto: el principio de eficacia y competencia, que rige el funcionamiento de las economías capitalistas (medible en términos de productividad), y el principio de satisfacción de las demandas populares, que se expresa en términos de derechos sociales y de la consiguiente legitimación democrática. No se trata de recordar ahora los temores sobre la dificultad intrínseca de semejante conciliación, expresados desde diferentes posiciones ideológicas: los de la izquierda de que la democracia acabase sucumbiendo a las fuerzas ciegas del mercado o los de la derecha, de que la propiedad y la libre competencia acabasen sucumbiendo bajo el peso de un Estado desbordado por las demandas sociales. 

			En la experiencia europea, la fórmula canónica de dicha conciliación de principios vino dada por el gran pacto social de posguerra bajo los auspicios de las políticas keynesianas desplegadas hasta la crisis de los años setenta. En esencia, la fórmula implicaba una clase obrera organizada que aceptaba el orden capitalista a cambio de derechos sociales y mejoras salariales controladas pero sostenidas, de manera que la política de control de rentas estaba compensada por políticas sociales. En la década de 1970 este tipo de arreglos dejaron de funcionar y la inflación apareció como un claro síntoma de la quiebra de los equilibrios keynesianos, dando lugar a una fase de estancamiento económico (Streeck, 2013). 

			En el caso español, la inflación de dicha década era más fácil de interpretar, por cuanto ponía de manifiesto la incapacidad de la dictadura franquista para encauzar la economía en un contexto en el que la posibilidad de intercambiar moderación salarial por compensaciones sociales y políticas estaba drásticamente limitada y la propia negociación colectiva estaba fuera de control (recordemos que una de las primeras tareas de la joven democracia española fue la elaboración de un nuevo marco de relaciones laborales). Hubo que esperar a la firma de los Pactos de La Moncloa, tras las primeras elecciones democráticas de 1977, para conseguir que la negociación colectiva acordase las subidas salariales de acuerdo con la inflación prevista (en lugar de repercutir de manera automática la inflación pasada, que ya había rebasado el 25%) y evitar así que la naciente democracia fuese víctima de una espiral inflacionista. 

			El problema es que las demandas salariales solo eran controlables en la medida en que hubiese compensaciones en políticas sociales, materia en la que los Pactos de La Moncloa trataban de ser generosos. En este sentido cabe interpretar los citados pactos como un primer paso en la construcción de un Estado de bienestar propiamente dicho, si bien sobre una base fiscal todavía endeble (recordemos que la imposición sobre la renta personal era prácticamente inexistente hasta entonces), de tal suerte que los problemas inflacionarios de los años setenta dieron paso a problemas de déficit público en los ochenta del siglo XX. 

			Con esta premisa, la batalla contra el déficit público marcó la actuación de los gobiernos socialistas en las décadas de 1980 y 1990, que hubieron de combinar la extensión de las políticas sociales (en particular, la universalización de la educación y la sanidad) con otras de ajuste tendentes a recomponer los equilibrios fiscales. La batalla culminó (ya en tiempos del primer Gobierno del PP) con el «examen de convergencia» previo a la UME, en virtud del cual España hizo un importante esfuerzo de contención del déficit que le permitió el ingreso en el euro. A lo largo de este proceso, los distintos gobiernos socialistas y populares fueron poniendo remedio a algunos de los problemas más acuciantes heredados del franquismo, tales como las mencionadas tensiones inflacionarias, la reconversión industrial, los desequilibrios fiscales y comerciales, la liberalización del sistema económico-financiero, etc. Asimismo se consiguieron avances sustantivos en materia de relaciones laborales y de reforma del aparato administrativo, pero esto no quiere decir que los problemas se resolvieran de una vez por todas. 

			Con el restablecimiento de la disciplina fiscal y el ingreso en el euro, la economía española entra en una fase de abundancia de capitales y de abaratamiento de los tipos de interés que dan paso a la democratización del crédito a unos niveles sin precedentes. Es el momento del «keynesianismo privado»15 y de la universalización del acceso a la vivienda, que queda al alcance de toda la población, incluida la inmigrante. El problema es que, así como la inflación de la década de 1970 y los problemas posteriores de déficit público habían sido síntomas de disfunciones y desequilibrios que exigían arreglos y soluciones, la entrada en el euro, al coincidir con una larga fase expansiva de la economía, sirvió, entre otras cosas, para amortiguar y disimular los síntomas del mal funcionamiento de la economía. 

			Conviene, en este punto, hacer una breve recapitulación. El crecimiento de la economía española en democracia se produce a lo largo de dos ondas expansivas, la primera de las cuales es muy breve (1985-1991) y apenas sirve para dar un respiro a la economía española después de la larga crisis de los setenta, en tanto que la segunda es mucho más larga y duradera (1994-2007). En términos de empleo, el contraste resulta muy significativo: mientras en la primera fase (1985-1991) la ocupación no agraria pasó de 9,3 en 1985 a 11,8 millones en 1991 (con un crecimiento del 27%), en la segunda pasó de 11,2 en 1994 a 19,5 en 2007 (74% de crecimiento).

			Como consecuencia de la crisis de la década de 1970, la renta española, que representaba en 1975 el 85,6% del promedio de los países que hoy conforman la eurozona, retrocedió y pasó a representar el 73,5% diez años después (en el momento de la adhesión europea, es decir, 1985). Tras la primera onda expansiva y la posterior crisis del comienzo de la década de 1990, la renta española había mejorado algo en términos relativos, alcanzando el 79,4% de ese mismo grupo de países en 1995, aunque hubo que esperar hasta la segunda fase expansiva (1990-2000) para que España diera el gran salto, llegando en 2007 a representar el 96% de dicho promedio. El problema de este salto es que estuvo acompañado de un retroceso no menos significativo en términos de productividad del trabajo, por cuanto la productividad española, que había alcanzado la convergencia en 1995 (99% de ese mismo grupo de países), había retrocedido hasta el 90,6%. Esto sugiere que el aumento de la renta española se había conseguido mediante la incorporación masiva de fuerza de trabajo y el consiguiente aumento de la tasa de ocupación, al tiempo que se perdía productividad relativa. En suma, de haber mantenido el ritmo de crecimiento de la productividad a la vez que se aumentaba la tasa de ocupación, «la convergencia en renta habría sido un hecho» (Serrano, 2011).

			En cualquier caso, en los primeros años de la década del año 2000 el euro parecía capaz de conducir a la economía española a un imparable proceso de convergencia con el centro de la economía europea. Tres factores contribuyeron poderosamente a estimular este proceso: a) las transferencias netas procedentes de la UE, las cuales podemos estimar en esos años en torno a un punto porcentual del PIB; b) la llegada masiva de inmigrantes procedentes de Latinoamérica, norte de África y Europa del este; y c) la burbuja inmobiliaria. 

			De los tres factores, el primero (la entrada de fondos sociales europeos) explica por sí solo el diferencial de crecimiento de España respecto de la media europea durante el período de referencia (1994-2007), de tal suerte que vino a funcionar en la práctica como un Plan Marshall diferido en el tiempo (Maluquer, 2013). El segundo fue una consecuencia directa de la globalización, combinada con una política de puertas abiertas (recordemos que a partir de 2000 el único requisito para acceder a los servicios públicos era estar empadronado), en tanto que el tercero fue una consecuencia no querida de la política monetaria permisiva que adopta el BCE con la expectativa de reactivar la economía alemana, que arrastraba problemas desde los tiempos de la reunificación. Estos problemas llevaron a Alemania a incumplir, en los primeros años de la década de 2000, las condiciones acordadas en el Pacto de Estabilidad de la UE como requisito para la unión monetaria, lo que dio lugar a una serie de reformas (Agenda 2010) que hicieron la economía alemana más competitiva, al tiempo que el BCE inundaba las economías periféricas de crédito barato con el que estos países pudieron acceder a las exportaciones alemanas. El efecto combinado de ambos factores fue devastador para el proceso de convergencia europea, pues así como en la década de 1990 la economía española se había hecho más exportadora, acercándose a la alemana, en la de 2000 la tendencia se invirtió: Alemania siguió aumentando su capacidad exportadora, en tanto que España perdió competitividad al mismo tiempo que la burbuja inmobiliaria financiaba el aumento incontrolado de las importaciones, con lo que la balanza comercial se volvió extraordinariamente negativa para España.

			Con todo, la verdadera particularidad del período radicó en que los desequilibrios de la economía (el diferencial de inflación con respecto al promedio europeo, el desequilibrio de la balanza comercial —solo superado por Estados Unidos—, etc.) esta vez pasaron inadvertidos bajo el manto protector de la moneda única, que sirvió de amortiguador y los mantuvo bajo control hasta el punto de que los sucesivos gobiernos (tanto del PP como del PSOE) en ningún momento se sintieron en la necesidad de atajarlos. Así llegamos a uno de los aspectos menos visibles de la burbuja, el cual, más allá de las distorsiones económicas derivadas de un efecto riqueza puramente ilusorio, se convierte en un estado de alucinación colectiva que, a partir de una percepción sesgada de la realidad, bloquea la capacidad de diagnóstico e impide la sola posibilidad de proponer remedios a los problemas en curso. De ahí que nadie tuviera un plan para desactivar la burbuja y, lo que es más llamativo, nadie propusiese reforma alguna para corregir dichos problemas. 

			Ahora bien, no solo se trata de que los partidos con más responsabilidad no se planteasen en ningún momento la posibilidad de anticipar la crisis con reformas que la hubiesen hecho más soportable, pues a la responsabilidad por omisión se une una responsabilidad mucho más directa que está relacionada con las estrategias de polarización política que se inician con la mayoría absoluta de José María Aznar en su segunda legislatura y culminan en la primera legislatura de Rodríguez Zapatero. Pero antes de llegar ahí conviene recordar la crisis de la década de 1970.

			La crisis de la década de 1970

			El pacto social de posguerra que presidió más de dos décadas de crecimiento económico sostenido y estabilidad social en la Europa occidental entró en crisis en los años sesenta-setenta del pasado siglo con la aparición de tasas crecientes de inflación. En último término, la inflación no era más que el síntoma de que el intercambio que había prevalecido hasta entonces (paz social y legitimidad política a cambio de prosperidad económica) se había interrumpido toda vez que las economías europeas comenzaban a dar señales de fatiga y agotamiento. Puesto que las organizaciones obreras no estaban dispuestas a renunciar al pleno empleo y a elevados estándares de vida, la inflación no hacía más que poner de manifiesto que el conflicto distributivo se estaba haciendo irresoluble y que se imponía un cambio en las reglas del juego. Por si faltaba algo, la subida incontrolable del precio del petróleo y las materias primas en la década de 1970 abocó a dichas economías a una inflación de costes que las dejaba fuera de combate en materia de competencia internacional. 

			Así fue como esos años apareció un fenómeno desconocido hasta entonces: el estancamiento económico combinado con inflación («estanflación»); la razón del estancamiento ya no era la falta de demanda, tal como ocurría en las crisis susceptibles de un tratamiento keynesiano, sino la caída de beneficios empresariales constreñidos por el efecto combinado de la inflación de costes y las presiones salariales. Un factor adicional de la crisis de estos años fue que el proceso de globalización entró en una nueva fase que daba por superados los acuerdos de Bretton Woods adoptados por los países occidentales después de la Segunda Guerra Mundial. Estos acuerdos intentaban salvaguardar las economías nacionales poniendo límites a los aspectos más desestabilizadores del proceso globalizador mediante el control de los movimientos de capital o de la liberalización de ciertos sectores. 

			En los años setenta del siglo pasado la globalización entra en una nueva fase de mayor apertura, facilitando, por un lado, la deslocalización de los procesos productivos, que se desplazan masivamente al continente asiático, en tanto que, por otro, los capitales empiezan a moverse con libertad de un país a otro, inaugurando así una época en la que las economías nacionales quedan bajo la vigilancia y la supervisión de los mercados financieros, los cuales pueden dictar sentencias inapelables sobre las políticas aparentemente soberanas de los gobiernos en materia de inflación, déficit, tipo de cambio de la moneda, etc. 

			Con estas premisas, los gobiernos europeos de la época pusieron en marcha políticas de ajuste orientadas a mantener las economías nacionales abiertas a la competencia internacional al tiempo que se buscaban todo tipo de arreglos internos para paliar los costes sociales de los ajustes. Ello implicaba, por lo pronto, políticas monetarias más rigurosas con el fin de controlar la inflación, al tiempo que se intentaban revisar las políticas de los años cincuenta y sesenta del pasado siglo XX en tres frentes principales: las políticas de rentas, las sociales y las del mercado de trabajo. Lo primero resultó relativamente fácil en países con experiencia en negociaciones corporativas al más alto nivel (gobierno, patronal y sindicatos), en las cuales había tradición de intercambiar contención salarial por políticas sociales. Más complicado resultó el último apartado, dada la resistencia de las organizaciones obreras a flexibilizar el mercado de trabajo, lo que con frecuencia condujo al uso de fórmulas dualistas o a reformas laborales en los márgenes del mercado de trabajo a fin de salvaguardar la estabilidad laboral del segmento primario de dicho mercado, por ser el mejor organizado y el más protegido, con lo que el impacto de las reformas recayó sobre los sectores sociales con menos capacidad de negociación (jóvenes, mujeres, inmigrantes…). 

			Mientras tanto, en España los primeros gobiernos de la democracia también jugaron con estas posibilidades a fin de superar las dificultades brutales impuestas por la crisis en un país que, al mismo tiempo, debía dar el paso de una dictadura a una democracia, lo que a su vez exigía insuflar incontables dosis de legitimidad al nuevo sistema político. De manera que, al igual que había ocurrido en la década de 1930, cuando el advenimiento de la Segunda República estuvo fatalmente acompañado por la Gran Depresión, la transición democrática estuvo esta vez enmarcada por el doble shock petrolífero de 1973 y 1979, complicando y contrarrestando cada uno de los avances conseguidos. La inercia del desarrollismo franquista hizo que las consecuencias de la crisis pasasen relativamente desapercibidas hasta las primeras elecciones (1977), pero la situación económica se hizo inocultable en los años siguientes. Puesto que la clase política dio prioridad a las reformas de la Transición, la crisis económica quedó relativamente desatendida y no hizo más que agravarse en la segunda mitad de la década de 1970, dándose la circunstancia de que, cuando llegó el momento de capitalizar los éxitos políticos, estos quedaron oscurecidos y orillados por el segundo y definitivo impacto petrolífero (1979) y por la incapacidad de hacerle frente. El efímero mandato y la rápida salida del gobierno de los dos vicepresidentes económicos llamados a encarnar la política económica de la UCD (Fuentes Quintana y Abril Martorell) no hicieron sino poner de manifiesto ante la opinión pública la incapacidad de este partido para establecer una agenda de reformas económicas creíble y duradera. 

			Esto no quiere decir que no se hiciesen cosas importantes, sino que el trabajo realizado era insuficiente ante la magnitud de los problemas. Inmediatamente después de las elecciones de 1977, el primer vicepresidente económico de la democracia, Fuentes Quintana, convocó a los sindicatos para plantearles la gravedad de la crisis y solicitarles colaboración en la lucha contra la inflación, cuya escalada rozaba ya el 30%. Ante la negativa de UGT y CCOO a colaborar, el Gobierno recurrió a los partidos, que suscribieron los Pactos de La Moncloa como programa de ajuste frente a la crisis. Como resultado de la moderación salarial conseguida (punto nuclear de los Pactos), la inflación se redujo prácticamente a la mitad en dos años, pero no se pudo contener el crecimiento del paro. De los restantes acuerdos adoptados, tan solo la reforma fiscal llegó a buen puerto mediante la implantación del IRPF, con la consiguiente posibilidad de mejorar las prestaciones sociales.

			Mientras tanto, los niveles de satisfacción con la democracia se resintieron durante el segundo mandato de la UCD y, a la altura de 1980, afloraba una cierta nostalgia de los tiempos del desarrollismo franquista. A la hora de identificar las causas concretas de este punto de inflexión en los indicadores demoscópicos del desencanto democrático las razones parecían claras: el gobierno de la UCD puntuaba por debajo del gobierno franquista en materia económica y muy por debajo en materia de ley y orden (McDonough, Barnes y López, 1998: 44). Toda la legitimidad que la democracia estaba ganando en el terreno político y, más en concreto, en el proceso de transformación institucional la estaba perdiendo con el aumento de la inseguridad ciudadana y con la incapacidad del gobierno para enmendar el rumbo de la economía. La paciencia de los españoles con el deterioro y la desatención de su situación económica se estaba acabando.

			La Transición arroja así un balance agridulce: por un lado, el carácter inicialmente reformista del proceso conduce, paso a paso, a una Constitución que, vista en retrospectiva, representa una ruptura radical con la historia del país, incluidas las anteriores constituciones, ninguna de las cuales había conseguido un nivel de consenso parecido. En otras palabras, la prudencia de la clase política del momento consiguió cuadrar el círculo de la Transición mediante una acumulación de reformas que condujeron a una ruptura institucional sin precedentes (monarquía parlamentaria, Estado de las Autonomías, nuevo sistema de relaciones laborales, Estado de bienestar, etc.). La ironía de ese capítulo de la historia es que los rendimientos de la Constitución fueron de largo plazo, permitiendo el mayor período de paz y prosperidad de la historia de España, en tanto que el momento mismo de su elaboración estuvo marcado por la relativa desatención de la crisis económica y la ausencia de resultados tangibles en esta materia. De ahí el desencanto democrático de esos años. 

			Pese a todo, los Pactos de La Moncloa consiguieron corregir algunos de los desequilibrios de la economía española y apuntalar de esa manera el proceso de transición. Con ese punto de partida, los Pactos de La Moncloa de 1977 inauguraron una tradición de concertación social mediante el intercambio de contención salarial y de reducción de la conflictividad a cambio de compensaciones sociales y reconocimiento simbólico de los actores implicados, los cuales se fueron integrando poco a poco en las instituciones a medida que se construía un nuevo marco de relaciones laborales. Más tarde, ya con Gobierno socialista, llegó la reforma parcial del mercado de trabajo (1984) mediante la contratación temporal de los jóvenes situados en la periferia del mismo, lo que generó uno de los problemas más importantes de las últimas décadas en el ámbito de la estratificación social: la división del mercado de trabajo entre un núcleo interno de trabajadores organizados y protegidos, con garantías de estabilidad laboral, y una periferia de trabajadores sujetos a la rotación laboral que daría lugar con el tiempo a la formación del precariado. 

			Ahora bien, así como el éxito de esta tradición pactista en materia de estabilización y legitimación democrática resulta incuestionable, no puede decirse lo mismo de su contribución al crecimiento económico. Es verdad que la inflación empezó a controlarse a finales de la década de 1970, al tiempo que se reducía la conflictividad, pero fue a costa de un aumento considerable del déficit público, mientras el mercado de trabajo seguía deteriorándose. Y así nos encontramos la aparente paradoja de que cuando llega el crecimiento económico aquella tradición de pacto ya estaba rota. Esto no quiere decir que la paz social esté reñida con el crecimiento, sino que los agentes sociales (los sindicatos, en este caso) suelen esperar a la salida del túnel para exigir compensaciones (la llamada «deuda social») por el esfuerzo de contención realizado durante una década interminable de crisis, desencadenando así una dinámica de fuerte conflictividad y de confrontación abierta con el Gobierno socialista en la segunda mitad de los años ochenta.

			De hecho, si se observan las políticas socialistas de entonces no cabe hablar de ruptura con las políticas de la UCD hasta bien avanzada la etapa socialista. Es cierto que las políticas de bienestar conocieron una expansión decisiva en materia de educación y de sanidad desde los primeros años de dicha etapa, pero no lo es menos que la gran operación redistributiva no se produjo hasta finales de la década de 1980. Con frecuencia se presenta tal operación como el producto lógico y natural de una década de socialdemocracia, una vez que la economía española pudo superar los pertinentes ajustes, pero no está de más recordar que para llegar a ella fueron necesarias dos huelgas generales. Hasta ese momento, la política económica socialista había sido de ajuste y estabilización, de saneamiento, en suma, con vistas a la integración europea. Tras ella la economía creció a ritmos comparables al desarrollismo franquista, pero sobre bases más sólidas, impulsando el proceso de modernización con un aumento importante del gasto público. Es el momento en que las clases medias españolas empiezan a pagar impuestos de acuerdo con estándares europeos, lo que convierte las cuestiones fiscales en uno de los terrenos predilectos de la contienda electoral. 

			Con todo, a mediados de la década de 1980 el Gobierno socialista todavía no tenía una oposición política capaz de poner en cuestión su posición predominante, lo que convirtió a los sindicatos en un actor político de primer orden. Varias fueron las razones de la confrontación entre Gobierno y sindicatos, pero la principal fue la distinta manera de entender la operación redistributiva y las políticas asociadas a ella. Por un lado, el Gobierno pretendía avanzar en el camino de las reformas y, en particular, de la reforma laboral. Por otro, los sindicatos, que habían resistido diez años de crisis económica y moderación reivindicativa y que por fin veían la salida del túnel, reclamaban la «deuda social» en compensación por una década de contención y sacrificios. Las hostilidades se abrieron con la discusión de la reforma del sistema de pensiones (que motivó la primera huelga general, en 1985) y culminaron con la huelga general de 1988, que consiguió la completa paralización del país y un éxito de movilización sin precedentes. Como resultado, los sindicatos consiguieron importantes medidas redistributivas en materia de pensiones, sanidad, protección del desempleo, etc., pero sin que el Gobierno lograra a cambio apoyo alguno en materia de reformas. 

			La euforia de la unión monetaria

			Ya hemos adelantado que en la segunda mitad de la década de 1980 se percibe un aumento significativo de la presión fiscal en España, con lo que la fiscalidad pasa a un primer plano de la contienda política. Desde entonces, una de las vías preferentes del PP para atraerse a las clases medias fue la promesa de rebajas fiscales, reiteradamente cumplida tras su llegada al gobierno en 1996. La primera rebaja, aprobada en 1996, creó un tipo único del 20% para las ganancias de capital, mientras que las rentas de trabajo permanecían sujetas a un impuesto progresivo que llegaba hasta el 56% (tipo máximo heredado de la etapa socialista). En la segunda reforma, implantada en 1999, redujo en ocho puntos —hasta el 48%— el tipo máximo aplicable a las rentas de trabajo, pero también redujo el tipo único para las ganancias de capital del 20% al 18%, medidas todas ellas destinadas a aliviar el estrés fiscal alcanzado por las clases medias durante la etapa socialista. Esta política de rebajas fiscales parecía coincidir, a primera vista, con la tendencia general en los países de nuestro entorno si no fuera porque se apartaba de esta en un punto fundamental, como es la convergencia de los tipos aplicables a las distintas rentas. A diferencia de lo sucedido en otros países europeos, la tercera reforma del PP, ofrecida por Aznar en la campaña electoral de 2000, mantuvo la desigualdad de trato entre las rentas del trabajo y del capital introducida en su primera reforma, pero esto no impidió que los indicadores demoscópicos sobre fiscalidad alcanzasen su mejor momento en ese mismo año 200016. 

			Hay que tener en cuenta, por otra parte, que el alivio fiscal llegaba en un momento en que el ritmo de crecimiento económico y de creación de empleo era perfectamente comparable con los mejores momentos de la primera etapa socialista: a) entre 1996 y 2000 se crearon nada menos que 2,5 millones de empleos asalariados no agrarios (entre 1986 y 1990 se habían creado 1,7 millones), y b) en la primera legislatura popular el PIB creció un promedio del 3,5% (solo un punto por debajo del mejor cuatrienio socialista: 1986-1990) al tiempo que el empleo lo hacía a un ritmo próximo del 3%, con una inflación ligeramente por encima de la media europea. Es verdad que la evolución de la productividad estaba perdiendo fuerza, pero ello no fue obstáculo para la creación de empleo, aliviando así el drama secular del mercado de trabajo español. Tanto más si tenemos en cuenta que el Acuerdo por la Reforma del Mercado de Trabajo consiguió frenar el crecimiento exponencial de la tasa de temporalidad laboral, que había pasado del 23% en 1988 al 35% en 1995, para descender al 32% en el año 2000. Con otras palabras, así como las reformas laborales de la etapa socialista habían tenido un efecto flexibilizador, la de 1997 consiguió detener el avance de la temporalidad.

			Así las cosas, la legislatura estuvo marcada por el clima de bonanza económica surgido a partir de dos factores: a) el aprobado de España en el «examen de convergencia» previo a la integración en la UME; y b) los frutos del «diálogo social» (reforma laboral, acuerdo sobre pensiones, etc.). Con estas premisas se registró una mejora de la valoración de la situación económica sin precedentes en la historia demoscópica de la democracia, lo que consagró el eslogan de España va bien como el gran éxito de comunicación del Gobierno de Aznar en su primera legislatura. 

			Esto no quiere decir que se redujese la presión fiscal (de hecho, aumentó dos puntos en la primera legislatura de Aznar), sino que esta aumentaba al tiempo que se reducía la imposición directa, con lo que el sistema fiscal en su conjunto perdía progresividad. Por otro lado, el gasto público descendió cuatro puntos porcentuales en esa misma legislatura, arrastrando en su caída al gasto social, de manera que el gasto social español, que se había acercado a la media europea en la etapa socialista, se alejó de nuevo, es decir, el ciudadano medio pagaba más y recibía menos en relación con el total de la riqueza generada. 

			En cualquier caso, Aznar consiguió cimentar sus principales éxitos políticos y electorales sobre una hábil combinación de paz social (por contraste con la tortuosa trayectoria de los gobiernos socialistas anteriores, que habían llegado a acumular nada menos que cuatro huelgas generales) y bonanza económica o, en concreto, reformas pactadas con los agentes sociales y rebajas fiscales. En cuanto Aznar intentó apartarse de ese guion, tal como ocurrió con la reforma laboral de 2002 (el famoso «decretazo») y la huelga general consiguiente, volvieron las dificultades de gobernabilidad y el espíritu reformista se debilitó, desencadenando una dinámica de polarización política que culminaría con la controvertida gestión gubernamental de la crisis terrorista de Madrid (11-M) en vísperas de las elecciones de 2004. 

			Tras el vuelco electoral de 2004 y la vuelta del PSOE al gobierno, Rodríguez Zapatero acordó con los agentes sociales que no haría ninguna reforma que no contase con el consenso de todos ellos, lo que en la práctica significaba que los agentes sociales y, en particular, los sindicatos tenían derecho de veto sobre cualquier reforma a partir de ese momento. Fue así como las reformas desaparecieron de la agenda política del Gobierno, pero no así las rebajas fiscales, justificadas ahora bajo el mantra de que «bajar impuestos es de izquierdas». Esto dio lugar a medidas de corte populista —como el cheque-bebé (2.500 euros) o la devolución de impuestos (400 euros)— que por su carácter universal no hacían sino erosionar la poca progresividad que quedaba en el sistema fiscal. Paso a paso se fueron imponiendo estrategias cortoplacistas en las que la indulgencia de los partidos para con los votantes solo era comparable al enconamiento de la trifulca partidista, de tal forma que la dinámica de polarización política de esos años devino en una puja electoral para ver quién ofrecía las rebajas fiscales más generosas, con el consiguiente debilitamiento del sistema fiscal, que pasó a depender de manera temeraria de los ingresos derivados de la burbuja inmobiliaria. A ello contribuyeron tres rasgos característicos del modelo de crecimiento asociado al ladrillo: la liberalización del mercado del suelo en 1998, las deducciones por compra de vivienda (que en la práctica funcionaron como subvenciones a la promoción inmobiliaria) y la política de grandes infraestructuras con que los gobiernos obsequiaban a las empresas constructoras (las mismas que más tarde aparecerían como donantes irregulares en la financiación de los partidos, tal como quedó reflejado en «los papeles de Bárcenas»).

			Como ya apuntamos, al estallido de la burbuja inmobiliaria en 2008 le siguió una crisis fiscal que se convertiría en crisis de deuda en 2010. Para hacernos una idea del alcance de la crisis fiscal baste recordar que, durante esos años, la hacienda española pasó de recaudar el 41% del PIB a solo el 35%, de manera que se derrumbaron los ingresos al mismo tiempo que aumentaba el gasto público (debido a la explosión del paro —y con él la de la protección por desempleo— y de las ayudas a la banca). En consecuencia, la capacidad recaudatoria de la hacienda española se situó diez puntos porcentuales por debajo del promedio de la eurozona, mientras que el déficit público llegó a triplicar el promedio de la eurozona, disparando así el crecimiento de la deuda, que hasta ese momento había sido la gran ventaja diferencial de la economía española (recordemos que España llegó a tener superávit en 2007, con lo que la deuda descendió por debajo del 40%). En cinco años de crisis, la deuda pública española pasó del 40% al 90% del PIB, rebasando el promedio de la eurozona y amenazando la sostenibilidad de las cuentas públicas nacionales. 

			La crisis de la eurozona: depresión y austeridad

			Conviene comenzar recordando que la Unión Monetaria Europea fue una iniciativa francesa que el canciller alemán Helmut Kohl aceptó como contrapartida del apoyo europeo a la reunificación alemana. Con el fin de vencer la resistencia que la UME suscitaba en Alemania y, más en concreto, en su banco central (Bundesbank), fue preciso suscribir el Pacto de Estabilidad y Crecimiento, el cual ponía condiciones a la política de los países miembros en materia de cuentas públicas. Toda vez que la UME impedía practicar devaluaciones monetarias orientadas a recuperar las pérdidas de competitividad de las economías nacionales, se sobreentendía que la única vía para conseguir el crecimiento económico pasaba por las reformas estructurales. El problema es que no todos los países estaban igual de capacitados para seguir esta vía. 

			En este punto conviene advertir que, de esta manera, la UME se convertía en un matrimonio político entre dos tipos de economía: las coordinadas del centro y norte de Europa, las cuales, tradicionalmente, eran economías abiertas a la exportación que estaban entrenadas en operaciones de devaluación interna (reducción de costes) mediante acuerdos flexibles entre los agentes sociales17, y las economías del sur, que eran mucho más dependientes de la evolución de su demanda interna y, por el contrario, estaban entrenadas en practicar devaluaciones monetarias con el fin de compensar las pérdidas de competitividad derivadas de tasas relativamente altas de inflación (Hall y Soskice, 2001). 

			Con estas premisas resulta más fácil entender la formación de la burbuja en el caso español. Para ello bastó con que se dieran cita los siguientes ingredientes: 1) un aumento de la formación de hogares, debido a la confluencia de factores demográficos internos y a la llegada de inmigrantes, lo que disparó la demanda de viviendas; 2) crédito fácil y barato procedente de los países centrales de la UE; y 3) una red de cajas de ahorro, tradicionalmente dedicadas a financiar el acceso a la vivienda, que encontraban así una oportunidad irrepetible de expansión y que con frecuencia estuvieron gestionadas por unos criterios más políticos que económicos (Jorge Juan, 2011). 

			Tras el estallido de la burbuja la economía española registró caídas del PIB equiparables a las del resto de la eurozona. Lo distintivo del caso español residió en el impacto de la crisis sobre el empleo, que enseguida lo elevó a tasas superiores al 25%. Es verdad que este comportamiento estaba muy relacionado con la magnitud de la burbuja, pero también lo estaba con la diferente manera de aplicar los ajustes en la economía española, los cuales recayeron, en su práctica totalidad, sobre el volumen de empleo en lugar de hacerlo sobre los salarios o sobre el tiempo trabajado. 

			La crisis española plantea, por tanto, dos cuestiones intrigantes: 1) por qué nadie anticipa la crisis y, lo que es peor, por qué el país opta por eludir las reformas. Una vez que Aznar tropieza con la huelga general de 2002 y se pone de manifiesto la resistencia social a las reformas, la clase política en bloque desiste de la tarea reformista. Es verdad que algunas agencias (en particular, la supervisión del Banco de España) emiten señales en relación con el riesgo de la burbuja, pero los partidos prefieren fomentar la tensión política y la puja electoral; y 2) por qué esa actitud se mantiene incluso cuando la crisis ya es inocultable. Con frecuencia se habla de la resistencia de Rodríguez Zapatero a aceptar esta, pero lo verdaderamente sorprendente es que entre su aceptación y la promulgación del primer paquete de reformas transcurren casi dos años, tiempo suficiente para que la crisis financiera inicial se convierta en crisis fiscal. 

			Merece la pena que nos detengamos en la secuencia de los acontecimientos. Tal como adelantamos, Rodríguez Zapatero comenzó su primera legislatura comprometiéndose con los agentes sociales a no hacer reformas que no contasen con el consenso de todos ellos, con lo que estas desaparecieron de la agenda del Gobierno. Lejos de ser un obstáculo para su reelección en 2008 (ya en plena crisis), la pasividad siguió siendo su bandera durante dos años más. Conviene recordar en este punto que la reforma de las pensiones que Rodríguez Zapatero acordó con los agentes sociales en enero de 2011 se le planteó por primera vez a la opinión pública un año antes, en un momento en que la crisis griega se estaba convirtiendo en una amenaza para la existencia misma del euro. Hasta ese momento la acción del Gobierno había estado presidida por la idea de la salida social de la crisis (dada la voluntad de este de no descargar los costes de la crisis sobre aquellos sectores sociales que no eran responsables de la misma), lo cual dejaba la iniciativa en manos de los agentes sociales, pero sin otro resultado que los reiterados fracasos del diálogo social obtenidos a lo largo de 2009. Así las cosas, la economía española se colocó en el punto de mira de los inversores financieros. Acuciado por los típicos episodios de sequía crediticia y batacazos bursátiles, el Gobierno anunció a principios de 2010 tímidas propuestas de reforma de las pensiones y reforma laboral que fueron rápidamente retiradas ante las amenazas de movilización sindical. 

			Así llegamos a la primera semana de mayo de 2010, cuando los mercados financieros deciden castigar con severidad las maniobras dilatorias del Gobierno y la eurozona se ve obligada a responder con una operación sin precedentes de apoyo a la moneda única. Rodríguez Zapatero ya no puede soslayar más tiempo las presiones, y por indicación del directorio europeo anuncia un duro plan de ajuste que incluye la reducción del salario de los empleados públicos y la congelación de las pensiones, seguido de una reforma laboral tendente a abaratar el despido y a flexibilizar la negociación colectiva. Los sindicatos responden con una convocatoria de huelga general, cumpliendo así con una ya arraigada tradición. Tras el ritual de la huelga, el Gobierno hizo un último intento de recomponer la paz social y negociar la reforma del sistema de pensiones, alcanzando un acuerdo que contemplaba el retraso progresivo de la edad de jubilación hasta los 67 años, así como la ampliación del período de cálculo de las pensiones (25 años en lugar de 15). De esta manera, Rodríguez Zapatero intentaba presentar a España ante la UE como un país capaz de encontrar soluciones por sí mismo, aunque ya quedaba muy debilitado para la batalla electoral. Pese a los desesperados intentos finales por presentarse como adalid de las reformas («me cueste lo que me cueste»), la terapia aplicada por Zapatero llegaba tarde y, a todas luces, resultaba insuficiente ante la inminente recaída de la economía, que de nuevo entró en recesión en el verano de 2011, en vísperas de nuevas elecciones generales. 

			En esta ocasión la crisis vino de la mano de un crecimiento vertiginoso de la prima de riesgo (el diferencial de interés que el Tesoro español debe pagar por la deuda con respecto al bono alemán), el cual no hacía otra cosa que traducir la desaprobación de los inversores financieros por la doble manera en que, por un lado, el Gobierno español gestionaba la crisis de la economía española y, por otro, el directorio europeo (dominado en ese momento por el eje francoalemán, conocido como «Merkozy») gestionaba la crisis de Grecia, gestión no menos controvertida que la primera, por cuanto dio lugar a problemas de contagio que terminaron por afectar al resto de la periferia. 

			Dado que en ese crítico momento el BCE no estaba dispuesto a respaldar la deuda soberana de países periféricos como España, el Gobierno español realizó una maniobra de aproximación al BCE que dio lugar a una carta confidencial de su presidente (Trichet), en la que conminaba al Gobierno español a realizar una serie de reformas que iban mucho más allá de las competencias que el BCE tenía asignadas en materia monetaria. Particularmente llamativas eran las exigencias en el terreno laboral, las cuales no hacían sino descalificar las medidas que el propio Gobierno español había adoptado un año antes. La carta (que no sería conocida por la opinión pública hasta dos años después) fue de inmediato respondida por el Gobierno como muestra de su inmejorable disposición para atender los requerimientos. Todo ello con el fin de que el BCE se animara a comprar bonos españoles en el mercado de la deuda. 

			En definitiva, la integración europea, junto con la incapacidad de la clase política para gestionarla, nos había llevado al peor de los escenarios imaginable, pues por un lado la UME impedía tomar medidas de devaluación monetaria tal como se habían venido practicando de manera secular, en tanto que, por otro lado, la forma en que esta estaba diseñada impedía el acceso a fórmulas solidarias de financiación como podía ser la mutualización de la deuda, lo que dejaba la deuda soberana sin respaldo institucional.

			Así es como la democracia española se adentró en una nueva fase que podemos entender como una «democracia vigilada o tutelada». No solo se trata de que el contenido de la carta fuese sustraído a la opinión pública y al Parlamento, empobreciendo la actividad parlamentaria y el debate público, sino de que dejaba sin efecto la campaña electoral que estaba a punto de comenzar en España. Pues ¿qué crédito podían tener las propuestas de los partidos cuando todo hacía sospechar que jugaban con cartas marcadas? A partir de ese momento, a lo más que podían aspirar los electores era a desvelar la agenda oculta de la campaña18.

			Entretanto, las instituciones europeas se habían decantado por una salida de la crisis mediante un ajuste fiscal de las cuentas nacionales que pasaba por la aplicación de políticas de devaluación interna en aquellos países que habían perdido competitividad. Pasados los primeros momentos de políticas expansivas, tendentes a evitar una segunda gran depresión, y de declaraciones grandilocuentes sobre la necesidad de refundar el capitalismo, era evidente que esta vez no iba a haber reformas sistémicas y que los países acreedores preferían una salida a satisfacción de los mercados financieros al tiempo que los deudores pagaban por sus pecados. De esta manera, el Pacto de Estabilidad y Crecimiento fue reforzado por reiterados paquetes normativos que insistían en la necesidad de ajustes presupuestarios, paquetes que estaban diseñados sobre el discutible supuesto de que los problemas de la eurozona se derivaban de un exceso de gasto público, y que arrastraron a la periferia a una recaída en la recesión (Scharpf, 2013). Los detalles de esta opción por la austeridad se irían concretando en cada uno de los llamados memorandos de entendimiento, encargados de regular las sucesivas operaciones de rescate (Grecia, Irlanda, Portugal…), incluido el rescate de la banca española.

			Con estos antecedentes, la llegada del PP al gobierno (a finales de 2011) estuvo acompañada de un plan de devaluación interna en línea con las recomendaciones de austeridad hechas por las instituciones europeas, en el que desempeñó un papel estelar la reforma laboral, la más drástica de la democracia por cuanto atacaba de raíz algunos de los problemas que las anteriores reformas habían soslayado, como la flexibilización de la negociación colectiva y la reducción del coste de despido, al tiempo que dotaba a las empresas de una mayor capacidad para su reorganización interna. Ahora bien, esta nueva reforma (respondida una vez más por los sindicatos con la correspondiente convocatoria de huelga general) eludía por su parte uno de los problemas ya crónicos del mercado de trabajo: la dualidad derivada de las distintas modalidades de contratación, algo a lo que el Gobierno ni los sindicatos han prestado atención. 
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